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Resumen 

El trabajo de investigación tuvo como objetivo general explicar la vulneración de los 

derechos fundamentales de los integrantes de las comunidades campesinas con 

relación a la justicia intercultural en el Perú, asimismo la metodología utilizada fue 

de enfoque cualitativo, tipo de investigación básica, diseño de teoría fundamentada, 

donde los participantes fueron entre sociólogo, fiscal, abogados constitucionalistas 

y con conocimiento en comunidades campesinas, la técnica utilizada fue la 

entrevista y el instrumento, la guía de entrevista. 

La conclusión que se obtuvo de la investigación fue que los derechos 

fundamentales de los integrantes de las comunidades campesinas se ven 

vulnerados, tanto por la justicia ordinaria como también por parte de la justicia 

especial, siendo que la primera vulnera los derechos culturales y lingüísticos, 

debido a que tanto el Poder Judicial, el Ministerio Público e incluso la Policía 

Nacional no cuentan por personal capacitado, que garanticen dichos derechos, y 

por otro lado la justicia especial ejerce una función sancionadora infringiendo 

castigos de manera excesiva y abusiva que recae en la vulneración directa del 

derecho a la vida y a la libertad cuando existe coacción u opresión, lo que conlleva 

a la vulneración del derecho a la integridad en sus tres ámbitos.  

 

Palabras clave: Comunidades campesinas, Vulneración de derechos 

fundamentales, Justicia ordinaria, Justicia comunal, Coordinación. 
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Abstract 

The main objective of the research is to explain the violation of the fundamental 

rights of peasant communities, which have a relation to intercultural justice in Peru. 

Thus, the methodology used was of a qualitative approach, with a type of basic 

research and grounded theory design. Participants were among sociologist, 

prosecutor and constitutional lawyers, with knowledge in peasant communities. The 

technique used was the interview and the instrument was the interview guide. 

The conclusion of the investigation was that the fundamental rights of the 

members of the peasant communities were violated by the ordinary courts, as well 

as by the special courts. The ordinary courts violates cultural and linguistic rights, 

because the Judiciary, the Public Ministry and the National Police do not have 

trained personnel to guarantee these rights. On the other hand, the special courts 

exercise a sanctioning function by imposing excessive and abusive punishments. 

Thus, there is a direct violation of the right to life and freedom, when there is coercion 

or oppression, which leads to the violation of the right to integrity in all three areas. 

 

Keywords: Peasant communities, Violation of fundamental rights, Ordinary justice, 

Communal justice, Coordination. 
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I. INTRODUCCIÓN 

Arce (2015) infirió que en países de América Latina como Colombia, Bolivia, 

Ecuador, Venezuela y Perú existe la justicia comunal o justicia consuetudinaria, lo 

que es consecuencia de un factor social en común debido a su historia y diversidad 

cultural, dicha justicia coexiste con la justicia ordinaria y está reconocida en las 

constituciones políticas de dichos países, conforme al convenio 169 de la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT). 

En ese mismo contexto, el Perú reconoce en la Constitución Política, en el 

artículo 2, inciso 19, la pluralidad étnica y cultural de la Nación; así como también 

en el artículo 149 de la misma, regula la competencia de las comunidades 

campesinas y nativas, estableciendo como límite a los derechos fundamentales.  

A la fecha el Perú cuenta con 7,293 localidades. De ese total, son 2,159 

comunidades nativas, 3,866 comunidades campesinas, y 1,268 localidades de otro 

tipo (Ministerio de Cultura, 2021). 

Por otro lado, en el III Censo de comunidades Nativas y el I Censo de 

comunidades campesinas ejecutado por el Instituto Nacional de Estadística e 

Informática en el 2018, donde se censo 9,385 comunidades, de las que 2,703 son 

nativas y 6,682 son campesinas (Zambrano, 2021, párr 15). 

De igual forma, se registra un total de 105 comunidades campesinas en 

Arequipa (Sistema de Información Ambiental Regional, 2018). 

Cabe resaltar que debido a la coexistencia de ambas jurisdicciones dentro 

del país y los problemas que esto causa, es que el Poder Judicial en el año 2013 

publicó los protocolos de coordinación para una justicia intercultural, como punto 

de mayor protección de los derechos fundamentales (Jürgen, 2017). Siendo el 

primero, el Protocolo el de coordinación entre sistemas de justicia y el segundo 

sobre la actuación en procesos judiciales que involucren a comuneros y ronderos; 

pero a pesar de estas normas administrativas en la actualidad existen casos sobre 

vulneración de derechos humanos y sobre presuntas interferencias de la 

jurisdicción ordinaria en la comunal. 

Se evidencia en las sentencias del Tribunal Constitucional, donde los 

comuneros o integrantes de dichas comunidades campesinas  acuden al tribunal 
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constitucional mediante demandas de hábeas corpus, como es el caso de la 

Sentencia N°468-2020, que fue dirigida en contra del presidente de la ronda 

campesina del caserío de las Malvinas, distrito y provincia de Jaén, por la 

vulneración de los derechos al libre tránsito y la libertad  personal, la cual 

fue  declarada fundada, con la exhortación al congreso de parte del magistrado 

Espinoza Saldaña Barrera, la formulación y aprobación de la ley de Coordinación 

Intercultural de Justicia. 

En la actualidad, el día 05 de enero del 2022 un feminicidio remeció a los 

ronderos del caserío de Shiracmaca, lo que ocasionó que agredieran a palazos a 

los agentes policiales acusándolos de no haber investigado la desaparición de la 

joven madre de 20 años y de su hijo menor, quien terminó asesinada y hasta ese 

momento el menor seguía desaparecido. La familia de la víctima señaló como 

sospechoso del macabro hecho a la pareja de la mujer, culpando además a la 

policía de haberlo liberado a pesar de ser el principal involucrado (Diario Correo, 

2022). 

En consecuencia, el problema recae en la pregunta ¿Cómo se vulneran los 

derechos fundamentales de los integrantes de las comunidades campesinas con 

relación a la justicia intercultural en el Perú?, siendo las preguntas específicas: (a) 

¿Qué derechos son vulnerados en la aplicación de la justicia intercultural? (b) 

¿Cómo se aplican los protocolos para una justicia intercultural en las comunidades 

campesinas en el Perú?, y (c) ¿Cuáles son las deficiencias de los protocolos para 

una justicia intercultural? 

En ese sentido, la investigación se justificó porque es de utilidad en cuanto 

describe los lineamientos y estrategias que las autoridades de los sistemas de 

justicia, ordinarios y comunales en cooperación mutua deben tener en cuenta al 

momento de su aplicación, evitando así las deficiencias en la coordinación 

intercultural de justicia, todo ello en beneficio de salvaguardar los derechos 

fundamentales de las comunidades campesinas en el Perú, siendo los 

beneficiarios  los integrantes de comunidades campesinas, la Oficina Nacional de 

Justicia de Paz y de Justicia Indígena (ONAJUP), Oficinas Distritales de Apoyo a la 

Justicia de Paz (ODAJUP), Ministerio público, Defensoría del Pueblo, la Policía 
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Nacional, autoridades y organizaciones ronderas y comuneras,  principales 

operadores de ambas jurisdicciones. 

En cuanto al objetivo general fue explicar la vulneración de los derechos 

fundamentales de los integrantes de las comunidades campesinas con relación a 

la justicia intercultural en el Perú, el cual tuvo como primer objetivo específico 

identificar qué derechos son vulnerados en la aplicación de la justicia intercultural, 

el segundo objetivo específico describir la aplicación de los protocolos para una 

justicia intercultural en las comunidades campesinas en el Perú y el tercero analizar 

las deficiencias de los protocolos para una justicia intercultural. 
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II. MARCO TEÓRICO 

En el presente capítulo se inició desarrollando los estudios preliminares, que están 

conformados por tres antecedentes internacionales y tres antecedentes nacionales 

que sirvieron de sustento para la investigación, ya que tienen relación con la 

problemática de la investigación. 

Abarca (2019) investigación cuyo objetivo fue definir si la exégesis que 

realizaba la Corte Constitucional del Ecuador favorecía el desarrollo de la 

interpretación intercultural de los derechos humanos garantizando la autonomía 

jurisdiccional y legislativa de los colectivos indígenas. Para la realización del trabajo 

utilizó el método analítico-comparativo, método sintético. Concluyó que para lograr 

una correcta interpretación intercultural que respete las costumbres, cultura, 

cosmovisión, y aplicación de las normas de los pueblos indígenas es conveniente 

establecer criterios de interpretación intercultural. 

Gonzales (2019) investigación que tuvo como objetivo proponer la 

implementación de una norma específica que resguarde los derechos humanos de 

los Pueblos Indígena Originarios Campesinos de Bolivia a objeto de ajustar su 

normativa en forma coordinada y coherente para que se adecue a la convención el 

Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países Independientes. Los 

métodos que utilizó son inductivo, deductivo, etnológico, exegético, de análisis y 

síntesis y la técnica utilizada fue la recolección de material bibliográfico. Concluyó 

que para que los derechos individuales sean protegidos cuando se tomen 

decisiones, este debe ejercerse dentro del marco de las normas constitucionales, 

tratados y convenios internacionales, la justicia comunitaria en coordinación con la 

justicia ordinaria debe respetar los usos y costumbres de la primera en resguardo 

de los derechos humanos. 

Luzuriaga (2017) trabajo que tuvo como objetivo realizar un análisis 

del  significado de la competencia material en la justicia ordinaria, para ser 

entendida y comparada con la competencia por materia en la justicia indígena; Para 

la realización del trabajo utilizó como método la entrevista, concluyó que los 

problemas existentes respecto a la competencia de la justicia indígena son la 

dificultad para determinar qué conflictos en razón de materia, territorio, etc, deben 
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conocer las autoridades indígenas de las comunidades en el Ecuador, es debido a 

la falta de una norma específica que otorgue competencias a la Justicia indígena y 

a la  justicia estatal. Es por eso que es necesaria la creación de una ley que permita 

la armonización y coordinación entre ambas justicias, en cooperación más no de 

control, a fin de proteger y garantizar los derechos fundamentales. 

Condori (2021) en su trabajo de investigación tuvo como objetivo general 

evaluar los mecanismos de colaboración y coordinación, entre las rondas 

campesinas y la justicia ordinaria para una adecuada justicia siendo de 

investigación descriptiva de tipo aplicado no experimental, de método de 

investigación deductivo, para la recopilación de información se utilizó la encuesta, 

entrevista y análisis del caso.  Los resultados fueron la inexistencia de la 

colaboración recíproca entre las rondas campesinas, la policía nacional y el juez de 

paz, así como tampoco coordinación y capacitación de parte de la Oficina Distrital 

de Apoyo a la Justicia de Paz, por lo que estuvo de acuerdo con la aprobación de 

la Ley de Coordinación y Cooperación entre la Jurisdicción especial y la Jurisdicción 

ordinaria.  

Edquen (2018) trabajo de investigación que tuvo como objeto general 

establecer si la delimitación de competencia material de las rondas campesinas 

evitará la conflictividad entre esta jurisdicción especial y la jurisdicción ordinaria, en 

Chota Cajamarca. Para la investigación se utilizaron métodos sintéticos, analíticos, 

históricos, hermenéuticos e inductivos. Concluyendo que la jurisdicción especial de 

las rondas campesinas resuelve casos en todas las materias, teniendo una 

actuación sin límite, aún en casos que se encuentran como cosa juzgada, en la 

jurisdicción ordinaria, lo que genera un conflicto en ambas jurisdicciones. 

Morillo (2017) trabajo de investigación que tuvo como objetivo general 

identificar como las funciones jurisdiccionales de la Comunidad Campesina de 

Cuyumalca - Cajamarca influyen en la transgresión del derecho a la vida y libertad 

individual. Investigación básica con enfoque cualitativo, de alcance explicativo con 

diseño de teoría fundamentada. La recaudación de información fue mediante el 

análisis de documentos, la entrevista, la técnica de la encuesta realizadas a los 

comuneros. Concluyó que en las comunidades campesinas los comuneros 
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sobrepasan las limitaciones de la ley, existiendo denuncias de atropellos en su 

función; vulnerando los derechos fundamentales, donde el Estado aún no es capaz 

de asumir este problema, pese que el Poder Judicial dispone de una política de 

justicia intercultural.  

De otro lado, para comenzar, se desarrolló como bases teóricas, que las 

comunidades campesinas se caracterizan por el trabajo común y la unidad de sus 

integrantes, dichas minorías cuentan con representatividad y personería jurídica, 

regidas por normas estatales y propias, teniendo una organización comunal. Estos 

grupos sociales que históricamente han sido marginados y vulnerables, requieren 

del amparo del Estado para poder preservar su identidad cultural (Lamadrid 2018). 

Asimismo, las rondas campesinas son organizaciones que se encuentran 

dentro de las comunidades campesinas y que tienen como finalidad colaborar con 

la solución de controversias y resguardar la seguridad comunal, así como también 

velar por los bienes de los miembros de la comunidad. Cabe resaltar que también 

existen rondas autónomas. 

En cuanto al derecho consuetudinario es el conjunto de normas y la facultad 

de regulación fundamentada en usos y costumbres considerados de carácter 

obligatorios y legítimos por las comunidades campesinas, comunidades nativas y 

rondas campesinas, esto les permite establecer derechos y deberes, regular la 

convivencia social, tomar decisiones y resolver controversias, en materia de su 

administración de justicia (Poder judicial del Perú 2015). 

Dentro de dicho derecho se encuentran los usos y costumbres que son un 

tipo de costumbre pero que tiene una salvedad, que ésta no es imperativa para los 

integrantes de la comunidad, es decir no es de carácter obligatorio. Mientras que la 

costumbre jurídica si es obligatoria en su cumplimiento y que su vulneración o 

incumplimiento acarrea una sanción (Lamadrid 2018). 

Por su parte, los derechos fundamentales son esenciales para la concreción 

de la dignidad humana, en base a un ordenamiento estatal y dirigido a él como fin 

supremo de la sociedad y del Estado. En el Perú, los derechos fundamentales no 

se acaban con los que se mencionan en la Constitución, también se tiene a los 
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reconocidos por los tratados internacionales y la jurisprudencia de tribunales 

internacionales (Poder judicial del Perú 2015). 

Así pues, el derecho a la vida tiene la protección por parte del Estado, 

establecido en el artículo 2 inciso 1 de la constitución política señalando que toda 

persona tiene el derecho a la vida como un hecho existencial y por otra parte aquella 

protección jurídica que brinda el Estado, reconocida en la misma norma como 

garantía de dicho derecho (Landa 2018). 

Dentro de los mecanismos de prevención al derecho a la vida, el estado debe 

tener procedimientos de investigación a profundidad en las situaciones en las que 

se vulnero este derecho, los recursos judiciales o de otra índole, deberán garantizar 

de manera efectiva esta protección las personas que se encuentren en peligro. Esta 

obligación debe abarcar a las esferas jurídicas, políticas, administrativas y 

culturales y en caso de incumplimiento debe acarrear sanciones y existir una 

obligación de indemnización a las víctimas, caso contrario se estaría generando la 

impunidad y condiciones para la reincidencia (Steiner y Uribe 2016). 

Con respecto al derecho a la libertad cuando existe una detención arbitraria 

y privación de la libertad, la ley que establece que nadie puede ser detenido 

arbitrariamente, sugiere que la detención no es suficiente que esté acorde a la ley 

para ser constitucional, lo que debería ser es estar conforme a razonabilidad o 

proporcionalidad (Steiner y Uribe 2016). 

Además, el derecho de toda persona detenida a ser juzgado en un plazo 

razonable o a ser puesta en libertad, si tuviera alguna imputación penal debe ser 

llevado sin demora ante un juez para investigar la legalidad, y determinar si continúa 

o no con el proceso, si continua deberá existir razones debidamente 

fundamentadas para privar a una persona presuntamente inocente de su libertad. 

La finalidad del principio de plazo razonable es evitar que el acusado permanezca 

largo tiempo bajo acusación y por tanto debe resolverse en el plazo conforme a ley 

(Steiner y Uribe 2016). 

De igual forma, esta protección a la persona también abarca derechos 

inherentes como el derecho a la integridad personal, enfocada en la indemnidad de 
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la persona en tres aspectos. Primeramente, el derecho de no ser objeto de tratos 

que causen daño al cuerpo (ámbito somático). En segundo lugar, la conservación 

de mente o psiquis (ámbito psíquico) y finalmente, la protección del espíritu (ámbito 

moral) aquella capacidad de expresarse libre y voluntariamente de acuerdo a 

convicciones y creencias propias (Landa 2018). 

Análogamente, el derecho de acceso a la justicia es un derecho previsto en 

la constitución y tratados internacionales la cual permite a toda persona de forma 

igualitaria, sin discriminación, para hacer valer sus derechos ante la justicia 

ordinaria, removiendo así los obstáculos para alcanzar de manera eficaz la justicia 

(Islas & Díaz 2017). 

De otra parte, la coordinación intercultural de justicia es un deber para la 

jurisdicción ordinaria y la especial que evita la duplicidad en los procedimientos y 

ser juzgado dos veces en ambas justicias. La autoridad que necesite enviará una 

solicitud de coordinación explicando la finalidad y alcance de la coordinación, por 

otro lado, la autoridad requerida deberá dar su aprobación a lo requerido (Poder 

judicial del Perú 2015). 

A propósito, en los lugares donde existan ambos sistemas de justicia, serán 

sus autoridades quienes se encarguen de elaborar sus procedimientos de 

coordinación y fijarán las facultades de coordinación y sus mecanismos. sobre el 

establecimiento de diálogo para hacer un intercambio de experiencias en resolución 

de conflictos y estas coordinaciones deben llevarse a cabo bajo equidad entre 

ambos sistemas de justicia, transparencia en actos, solidaridad, participación 

mutua, celeridad, oportunidad, y control social (Poder judicial del Perú 2015). 

Por otro lado, el pluralismo jurídico es la existencia de diversos sistemas 

normativos en un mismo espacio geopolítico determinado, esto se encuentra 

supeditado al reconocimiento legal o no por parte del Estado, pero lo fundamental 

para ser reconocido como efectivo y válido dentro es demostrar su existencia como 

un sistema jurídico propiamente de un pueblo Díaz & Antúnez (2018). Es por ello 

que en el Perú es reconocido constitucionalmente en el artículo 149, donde 

coexiste, el derecho estatal y el derecho consuetudinario de las comunidades 

campesinas y de las comunidades nativas, a esto se le denomina pluralismo 
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clásico, ya que coexisten ambos derechos; y a su vez es un pluralismo débil, ya 

que a pesar de que es reconocido el derecho consuetudinario al interior de estas 

organizaciones, no significa que  se base en la costumbre autorregulatoria de la 

vida comunal, porque también se basan en la Constitución, leyes, reglamentos 

dados por el Estado y también por sus propios estatutos y acuerdos adoptados por 

los comuneros en sus asambleas generales (Lamadrid 2018). 

Cabe señalar que un método de resolución de conflictos es la justicia 

intercultural, la cual tiene su punto de partida en la pluralidad de grupos sociales 

que existen dentro de una sociedad. Dicho método se utiliza considerando su 

cultural legal, como también la noción colectiva que tienen sobre sus derechos, los 

que se manifiestan por medio de su organización familiar o local, sus decisiones 

colectivas, sus tradiciones o costumbres, sus principios y normas, entre otros, todo 

ello dentro de sus grupos (Peña 2014). 

Por su parte, la jurisdicción ordinaria es la facultad de administrar justicia, 

otorgada por la Constitución y la ley, al poder judicial por medio de sus órganos 

jerárquicos. De forma similar la jurisdicción especial tiene la capacidad de 

administrar justicia que la constitución otorga a las autoridades de las comunidades 

campesinas, comunidades nativas y rondas campesinas de manera autónoma, en 

todas las áreas del derecho en su territorio, conforme a la legislación especial 

vigente y su derecho consuetudinario, sin vulnerar los derechos fundamentales de 

la persona (Poder judicial del Perú 2015). 

En otro orden de cosas, el protocolo de coordinación de sistemas de justicia 

establece reglas y patrones para la regulación de la intervención de las autoridades, 

con la finalidad de determinar criterios para la resolución de controversias, que 

podrían surgir entre ambos sistemas de justicia, fortaleciendo la interacción de 

coordinación de sistemas  y que esta  se dirija sin ninguna discriminación bajo 

criterios de reciprocidad, que abarca autoridades estatales, comunales y ronderiles 

en el (Perú Poder judicial del Perú 2015). 

En cuanto a las competencias, la jurisdicción especial tiene potestad sobre 

controversias suscitadas en un territorio ocupado por comunidades campesinas, 
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nativas y rondas campesinas de acuerdo al derecho consuetudinario (Poder judicial 

del Perú 2015). 

Con respecto a la competencia material, el sistema de jurisdicción especial 

está en la aptitud de conocer sobre las materias que usualmente saben, como 

consecuencia de sus propios sistemas y derecho consuetudinario, dado la situación 

de que exista incertidumbre al respecto, se solicitará un peritaje tanto antropológico 

como de derecho (Poder judicial del Perú 2015). 

Cuando se trate de disciplina penal, los delitos contra el Estado, delitos de 

criminalidad organizada y delitos contra el ordenamiento jurídico internacional, 

siempre deben ser llevados por la justicia ordinaria de acuerdo a su naturaleza, 

incluso si estos hechos o controversias fueron producidos en territorios de la 

jurisdicción especial, también está facultada para conocer sobre casos jurisdicción 

especial, cuando la dificultad del caso, la severidad de los efectos o por inhibición, 

renuncie a dicha competencia a favor de la primera (Poder judicial del Perú 2015). 

Con respecto a la competencia personal, la justicia especial tiene la 

capacidad de conocer disputas que impliquen a personas ajenas a una comunidad 

campesina, comunidad nativa o ronda campesina y que ocurra en el territorio de la 

jurisdicción especial, el caso deberá ser sujeto a dicha jurisdicción, esta debe de 

darle mucha importancia a la garantía de los derechos de quienes no pertenecen a 

dichas organizaciones y además, se asegurará de que no sucedan casos de 

desamparo al aplicar su derecho (Poder judicial del Perú 2015).  

Dado el caso de conflicto y personas que no pertenezcan a las comunidades 

o rondas, el sistema de justicia deberá decidir el caso conforme a las pautas 

señaladas en el literal a) del apartado XI para su solución, por lo tanto, las 

autoridades resolverán el problema mediante el diálogo permanente que se llevarán 

a cabo en reuniones, donde preponderará un ambiente de confianza, igualdad, 

respeto mutuo y colaboración (Poder judicial del Perú 2015). 

Bajo ninguna circunstancia el conflicto de competencia se privará a la de 

persona el acceso a la justicia o que este sea sometido a un estado de indefensión 

(Poder judicial del Perú 2015). 
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A su vez, el protocolo de actuación en procesos judiciales que impliquen a 

comuneros y ronderos su finalidad es crear pautas para el proceder de los jueces 

en la administración de justicia tanto a comunidades campesinas, comunidades 

nativas, rondas campesinas, y a sus integrantes, a fin de resguardar sus derechos 

colectivos e individuales en los procesos ante la jurisdicción ordinaria (Poder judicial 

del Perú 2015). 

Así pues, en el principio de valoración y respeto de la dignidad y patrones 

culturales de las personas los jueces tienen la obligación de respetar y valorar la 

dignidad y patrones culturales durante los procesos judiciales (Poder judicial del 

Perú 2015). 

En segundo lugar, el Principio de igualdad de trato y no discriminación donde 

los magistrados deben brindar un trato igualitario a las personas sujetas a su 

competencia, y también a las organizaciones, rondas y sus miembros siempre que 

estén en la misma situación que sus contrarios y queda prohibido todo tipo de 

limitación o favoritismo por cultura, raza, origen étnico (Poder judicial del Perú 

2015). 

De otro lado, el principio de medidas procesales especiales señala que 

deben existir varias medidas entre ellas la celeridad, flexibilidad es el desarrollo de 

procedimientos apropiados de acuerdo al tipo de conducta, características 

especiales y circunstancias de los procesados, la oportunidad permite utilizar los 

usos y las costumbres para dar solución a los conflictos y  los principios generales 

del derecho o la equidad, cuando estos no vulneren las garantías ni los tratados 

internacionales y la oralidad, a fin de mejorar los actos judiciales y permitir mayor 

celeridad en el proceso judicial (Poder judicial del Perú 2015). 

Finalmente, el principio de reconocimiento de resoluciones indica que lo 

resuelto por una autoridad de la jurisdicción especial producirá efectos jurídicos en 

su sistema normativo, conforme el artículo 149 de la Constitución. Con respecto a 

la resolución de los jueces de la jurisdicción ordinaria donde intervengan comuneros 

y rondas campesinas, tendrá como consecuencia cosa juzgada, toda vez que se 

haya producido dentro del marco legal y respetando los derechos fundamentales, 

como la identidad étnica y cultural (Poder judicial del Perú 2015). 
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III. METODOLOGÍA 

 

3.1. Tipo y diseño de investigación 

Investigación de enfoque cualitativo, ya que es más flexible y se construye durante 

el proceso, inició examinando hechos y revisando estudios anteriores de manera 

simultánea, el planteamiento del problema no es específico, ya que se fue 

enfocando de manera paulatina, su ruta se construyó conforme avanza el estudio 

de acuerdo al contexto y eventos que suceden (Hernández 2018).  

El tipo de investigación fue pura o básica orientada en conseguir nuevo 

conocimiento con la finalidad de dar soluciones a problemas prácticos (Álvarez 

2020). 

Desarrollado en la teoría fundamentada en la que se realizó una explicación 

o teoría respecto a un acontecimiento, la teoría generada la integran hipótesis y 

conceptos, dichas explicaciones deben inclinarse a la recolección de datos en el 

escenario de estudio, donde su objetivo fue impulsar teoría basada en datos 

producidos por la experiencia, observación y se aplicó a áreas específicas 

(Hernández 2018). 

3.2. Categorías, Subcategorías y matriz de categorización 

Tabla 1 

Matriz de categorización 

N° Categoría Subcategoría Criterio 1 Criterio 2 Criterio 3 Criterio 4 

1 Comunidad
es 
campesina
s (Lamadri, 
2018). 

Derecho 
consuetudinari
o (Poder 
judicial del 
Perú, 2015). 

Usos(Poder 
judicial del 
Perú, 2015). 

Costumbres 
(Lamadrid, 
2018). 

Costumbre 
jurídica 
(Lamadrid, 
2018). 

  

2 Derechos 
fundament
ales (Poder 
judicial del 
Perú, 
2015). 

Derecho a la 
vida (Landa, 
2018) 

Obligación de 
prevención 
(Steiner y 
Uribe, 2016) 

Obligación 
de 
investigació
n y sanción 
(Steiner y 
Uribe, 2016) 
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    Derecho a la 
libertad 
(Landa, 2018) 

Privaciones 
arbitrarias 
(Steiner y 
Uribe, 2016) 

Derecho de 
toda 
persona 
detenida o 
retenida a 
ser juzgada 
en un plazo 
razonable 
(Steiner y 
Uribe, 2016). 

Presunción 
de 
inocencia 
(Steiner y 
Uribe, 
2016) 

 

Derecho a la 
integridad 
personal 
(Landa, 2018) 

Ámbito 
somático 
(Landa, 2018) 

Ámbito 
psíquico 
(Landa, 
2018) 

Ámbito 
moral 
(Landa, 
2018) 

  

3 Coordinaci
ón 
intercultura
l de justicia 
(Poder 
judicial del 
Perú, 
2015). 

 

Pluralismo 
jurídico 
(Lamadrid, 
2018). 

Pluralismo 
jurídico en el 
Perú 
(Lamadrid, 
2018). 

Justicia 
intercultural 
(Peña, 
2014). 

Jurisdicció
n ordinaria 
(Poder 
judicial del 
Perú, 
2015). 

Jurisdicción 
especial 
(Poder judicial 
del Perú, 
2015). 

  Protocolo de 
coordinación 
entre sistemas 
de justicia 
(Poder judicial 
del Perú, 
2015). 

  

Competencia 
territorial 
(Poder judicial 
del Perú, 
2015). 

  

Competenci
a material 
(Poder 
judicial del 
Perú, 2015). 

  

Competenc
ia personal 
(Poder 
judicial del 
Perú, 
2015). 

  

Funcionamient
o de la 
coordinación. 

  Protocolo de 
actuación en 
procesos 
judiciales que 
involucren a 
comuneros y 
ronderos 
(Poder judicial 
del Perú, 
2015). 

  

Principio de 
respeto y 
valoración de 
la dignidad y 
patrones 
culturales de 
las personas 
(Poder judicial 
del Perú, 
2015). 

Principio de 
igualdad de 
trato y no 
discriminaci
ón (Poder 
judicial del 
Perú, 2015). 

  

Principio 
de medidas 
procesales 
especiales 
(Poder 
judicial del 
Perú, 
2015). 

  

Principio de 
reconocimiento 
de 
resoluciones 
(Poder judicial 
del Perú, 
2015). 
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3.3. Escenario de estudio 

Son el grupo de personas, eventos, sucesos, comunidades, entre otros, donde se 

aplicó la técnica para recolectar datos Hernández y Mendoza (2018), en ese sentido 

se puede notar que el escenario de estudio fue a nivel Perú, puesto que la 

problemática tiene relación con los derechos fundamentales de los integrantes de 

las comunidades campesinas a nivel nacional. 

3.4. Participantes 

Tabla 2 

Apellidos y nombres Profesión  Especialidad Años de Experiencia 

Bernal Gordillo Julio Rolando Abogado Administrativo 22 años 

Cutisaca Atamari Denis Pean Sociólogo  Comunidad 

Campesina 

6 años 

Jordán Medina Persi Abogado Penal 20 años 

Navez Alva Willy Alexander Abogado Constitucional 12 años 

Oxa Tejada Nelly Juliana Abogado Registral 17 años 

Quispe Vallejos Jose Luis Abogado Constitucional 8 Años 

Ríos Paucca Karol Gisela Abogada Administrativo 10 años 

Valdivia Reynoso Jose Paulov Abogado Constitucional  

 

3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

Son procedimientos que ayudan al investigador a profundizar en el conocimiento 

de la investigación (Maya 2014). Por lo que para dichos efectos se recurrió a la 

entrevista a profundidad, la cual buscó comprender las opiniones, perspectivas, 

experiencias y motivaciones de las personas entrevistadas, en relación a los temas 

que se definieron en el estudio (Baquedano 2021). 
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Los instrumentos son recursos que se pueden utilizar para tratar problemas 

y fenómenos y obtener información de ellos (Garay 2020), para lo cual se recurrió 

a la guía de la entrevista como instrumento que ayudó a organizar un plan de acción 

para conducir las entrevistas (Custodio 2021). 

3.6. Procedimiento 

Son los pasos de cómo llevar a cabo la técnica para el desarrollo del método (Núñez 

2014). 

Para efectos del trabajo de investigación se utilizó la técnica de la entrevista 

y se tuvo como instrumento a la guía de entrevista, la cual contuvo las preguntas 

que se les realizaron a los participantes, los cuales fueron un sociólogo, un fiscal, 

abogados constitucionalistas y abogados con conocimiento en comunidades 

campesinas, a los que se les solicitó su consentimiento para ser entrevistados, los 

cuales por cuestiones de tiempo debido a las labores que desempeñan remitieron 

sus respuestas por escrito.  

Los datos obtenidos de dichas entrevistas se analizaron y se obtuvieron los 

resultados de la investigación. 

3.7. Rigor científico 

En la dependencia o consistencia lógica los investigadores reúnen datos similares 

en el escenario de estudio y realizan los mismos análisis, que produzcan resultados 

similares (Salgado 2007). 

Credibilidad está referido a que el investigador haya entendido el significado 

completo de las vivencias y conocimientos de los participantes que están 

vinculadas con el planteamiento del problema (Hernández 2014). 

Auditabilidad o confirmabilidad, es la posibilidad que otros investigadores 

puedan seguir la ruta o pista, de lo que el investigador inicial realizó. Lo que apoyó 

dicho método son las estrategias y decisiones metodológicas tomadas en el 

transcurso de la investigación, así como la descripción detallada de los pasos 

realizados (Cornejo & Salas 2011). 

Transferibilidad o aplicabilidad, es la capacidad de ampliar los resultados del 

estudio a otras poblaciones. En la investigación cualitativa los lectores del informe 
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son los que deciden si pueden pasar los descubrimientos a un marco diferente del 

estudio. Por ello es necesario que se describa el lugar y las características de los 

participantes (Salgado 2007). 

3.8. Método de análisis de datos 

Se utilizó la herramienta Atlas.ti como apoyo de la investigación cualitativa en el 

análisis de información para agilizar la comprensión e interpretación de significados, 

por lo cual se debe leer cuidadosa y detalladamente los documentos primarios por 

medio de la división o el abordaje del texto en segmentos que se establece en el 

segundo componente de Atlas.ti que son citas, correspondientes a frases, párrafos, 

palabras (Muñoz 2016). 

3.9. Aspectos éticos. 

La investigación se realizó conforme al código de ética en investigación de la 

universidad César Vallejo, el cual tuvo por objetivos (a) velar porque las 

investigaciones cumplan con los mayores niveles de rigor científico, 

responsabilidad, honestidad y la propiedad intelectual y (b) fomentar las buenas 

prácticas científicas, promoviendo la honradez científica añadiendo la formación de 

los investigadores (Universidad Cesar Vallejo 2017). 
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

1. ¿Existe vulneración de los derechos fundamentales en las comunidades 

campesinas por parte de la justicia ordinaria, así también, como de la justicia 

especial?, ¿por qué? 

Tabla 3 

Pregunta n.° 1: respuestas 

Entrevistado Respuesta de la pregunta n.° 1 

Bernal Gordillo Julio Rolando No existe vulneración, a menos que la justicia comunal 
determine o ejecute sus decisiones con maltratos físicos.  

Cutisaca Atamari Denis Pean  Existe vulneración a los derechos fundamentales, porque la 
justicia ordinaria (...) deja de lado las costumbres (…) así 
estarían vulnerando un derecho fundamental de su identidad 
étnica y cultural.  Que el Estado reconoce y protege (...) 

Jordán Medina Persi (…) No hay una vulneración por la justicia ordinaria, por cuanto 
los magistrados del Poder Judicial y del Ministerio Público se 
hallan altamente capacitados en materia del Derecho 
consuetudinario y Comunidades Campesinas, sumado a que 
muchos integrantes de comunidades campesinas se hallan 
educados en cultura occidental (…) 

Navez Alva Willy Alexander (...) Por parte de la justicia ordinaria creo que no (…) y, respecto 
a la justicia especial, tampoco (...) porque ya el Poder Judicial 
resolvió conflictos a propósito del ejercicio de la justicia 
comunal, hay varias sentencias a nivel de Cortes Superiores, y 
Corte Supremas (...) sentencias donde el Tribunal 
Constitucional ha reafirmado la constitucionalidad de la justicia 
comunal (…) 

Oxa Tejada Nelly Juliana  (…) sí, existe desigualdad en la aplicación de la justicia 
ordinaria y especial en las poblaciones rurales, generalmente 
comunidades campesinas (...) 

Quispe Vallejos Jose Luis Sí, porque pese a la existencia de legislación comparada y 
nacional, que reconoce a la justicia consuetudinaria, en la 
práctica la justicia ordinaria termina desconociendo tal 
jurisdicción. 

Ríos Paucca  Karol Gisela  No existe, toda vez que si bien tiene su normatividad especial, 
como lo es la ley general de comunidades campesinas, dentro 
de las mismas los comuneros desarrollan sus propias reglas y/o 
procedimientos en diferentes aspectos (...) 

Valdivia Reynoso Jose Paulov (…) ha avanzado en cuanto a la protección de los derechos de 
las comunidades campesinas y la Justicia se ha acercado un 
poco más (...) La geografía del país y el acceso a estas 
localidades ha sido un obstáculo, la logística, la falta de 
personal que pueda llegar a estos lugares y en el idioma propio 
de las comunidades, merecen que la justicia y la protección de 
sus derechos llegué en sus propios códigos culturales. 
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Tabla 4 

Pregunta n.° 1: análisis 

Convergencia Divergencia Interpretación 

La mayoría de los 

entrevistados coincidieron en 

que existe vulneración a los 

derechos fundamentales 

cuando la justicia comunal 

ejecuta maltratos físicos, de 

otro lado la justicia ordinaria 

deja de lado las costumbres y 

su identidad étnica y cultura 

que el Estado debe de 

proteger, asimismo por la 

desigualdad en la aplicación 

de la justicia ordinaria y 

especial, ya que la justicia 

ordinaria termina 

desconociéndola. La 

geografía del país y el acceso 

a estas localidades ha sido un 

obstáculo, la logística, la falta 

de personal que pueda llegar a 

estos lugares y en el idioma 

propio de las comunidades, 

merecen que la justicia y la 

protección de sus derechos 

llegué en sus propios códigos 

culturales. 

Algunos entrevistados 

consideraron que no existe 

vulneración de los derechos 

porque los magistrados del 

Poder Judicial y del Ministerio 

Público se hallan capacitados 

en derecho Consuetudinario y 

Comunidades campesinas, 

así como los integrantes de las 

comunidades campesinas 

conocen sus derechos de 

manera adecuada. 

Existe vulneración de los 

derechos fundamentales de 

las comunidades campesinas 

por parte de la justicia 

ordinaria como también de la 

justicia especial, debido a que 

la primera no respeta los usos 

costumbres que tienen las 

comunidades, lo que es 

resultado de la desigualdad y 

desconocimiento de la justicia 

ordinaria junto con la falta de 

una correcta capacitación al 

personal del Poder Judicial 

como del Ministerio Público, 

sobre la justicia comunal, en 

su idioma y cultura que 

garantice los derechos 

fundamentales. Con respecto 

a la justicia especial, esta 

vulnera los derechos 

fundamentales cuando se 

ejecutan maltratos físicos en 

aplicación de la justicia 

especial. 
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2. Según su criterio, ¿se estaría afectando el derecho a la vida de los integrantes 

de las comunidades campesinas en la justicia intercultural frente a la obligación de 

prevención del Estado?, ¿por qué? 

Tabla 5 

Pregunta n.° 2: respuestas 

Entrevistado Respuesta de la pregunta n.° 2 

Bernal Gordillo Julio Rolando No, porque los pueblos que integran las comunidades 
campesinas tienen sus propias costumbres que son muy 
antiguas. 

Cutisaca Atamari Denis Pean  Al momento de administrar justicia los ronderos exponen sus 
vidas, en casos que salen al llamado de emergencia por un 
poblador y acuden de inmediato (...) 

Jordán Medina Persi (...)no se vulnera la vida de los miembros de comunidades 
campesinas, en los casos que he visto, son los directivos de las 
comunidades quienes solicitan la intervención de la justicia 
ordinaria, aún en casos que pueden ellos resolver, como los 
casos de hurtos menores. 

Navez Alva Willy Alexander (...) no en todas las comunidades campesinas estaría pasando 
esto (...) 

Quispe Vallejos Jose Luis (...)sí porque la apropiación y consecuente contaminación de 
su territorio(...)provoca serios daños en la salud de los 
pobladores. 

Oxa Tejada Nelly Juliana  La población quechua hablante, vive en condición de pobreza, 
teniendo como efecto la exclusión y restricción en el ejercicio 
de sus derechos, lo que requiere una intervención integral de 
las entidades públicas del Estado.  

Ríos Paucca  Karol Gisela  (...)se vulnera la misma cuando por disposición del gobierno 
central y/o poder legislativo se dictan normas que afectan a(...) 
las comunidades campesinas como por ejemplo las 
esterilizaciones forzadas. 

Valdivia Reynoso Jose Paulov (...)los conexos a este fundamental. El derecho a la educación, 
el derecho al agua, el derecho a la salud entre otros. factores 
como el centralismo, (...)  
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Tabla 6  

Pregunta n.° 2: análisis 

Convergencia Divergencia Interpretación 

Si se vulnera el derecho a la 
vida de los integrantes de las 
comunidades campesinas, al 
administrar justicia los 
ronderos exponen sus vidas, 
cuando acuden a llamados de 
emergencia de un poblador, 
ya que los ronderos no 
cuentan con armas adecuadas 
para su defensa personal y 
corren riesgos de sufrir 
accidentes. 

Así mismo, se vulnera cuando 
el mismo Estado, ya sea por 
su gobierno central y/o poder 
legislativo dictan normas que 
afectan a estos grupos 
sociales, como es el caso de 
las esterilizaciones forzadas. 

No se vulnera, ya que los 
directivos de las comunidades 
son quienes solicitan la 
intervención de la justicia 
ordinaria, aún en casos que 
pueden estos aplicar la justicia 
especial. 

Por otro lado, se respetan sus 
costumbres y con una nueva 
sentencia del Tribunal 
Constitucional las 
comunidades campesinas 
tienen un nuevo derecho que 
es la consulta previa sobre los 
servicios públicos, que, para el 
caso, serían los de salud. 

Se estaría afectando el 
derecho a la vida de los 
integrantes de las 
comunidades campesinas, en 
la justicia intercultural frente a 
la obligación de prevención del 
Estado, porque al momento de 
administrar justicia los 
ronderos exponen sus vidas 
cuando salen a los llamados 
de emergencia de algún 
comunero,  así también 
cuando por disposición del 
gobierno central y/o poder 
legislativo dictan normas que 
afecten a las comunidades 
campesinas, por otro lado la 
contaminación de su territorio 
y la pobreza afectan derechos 
conexos al derecho a la vida, 
como lo son el derecho al 
agua, salud, entre otros. 
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3. ¿Se vulnera la obligación de investigación y sanción de los integrantes de las 

comunidades campesinas en la justicia intercultural? Fundamente su respuesta. 

Tabla 7 

Pregunta n.° 3: respuestas 

Entrevistado Respuesta de la pregunta n.° 3 

Bernal Gordillo Julio Rolando no, solo si se vulnera los derechos fundamentales de las 
personas. 

Cutisaca Atamari Denis Pean  Sin respuesta  

Jordán Medina Persi Considero que no se vulnera 

Navez Alva Willy Alexander (...) ya el Poder Judicial ha resuelto casos relacionados con las 
rondas campesinas (...) 

Oxa Tejada Nelly Juliana  Por desconocimiento de los operadores del derecho(...) pueden 
vulnerarse derechos fundamentales de los integrantes de las 
comunidades campesinas (...) 

Quispe Vallejos Jose Luis Si se afecta la facultad de investigar y sancionar de la justicia 
especial, ya que la propuesta, es unilateral e impositiva. 

Ríos Paucca  Karol Gisela  (...)se vulnera, este cuando la justicia regular y/o ordinaria no 
interviene oportunamente ante hechos punibles y sancionables. 

Valdivia Reynoso Jose Paulov (...) frente a una actuación violatoria de la justicia o una 
actuación ilícita por parte de algún miembro de alguna 
comunidad campesina, el Estado por medio del Poder Judicial 
debe sancionar la misma, pero teniendo en cuenta la geografía 
del Perú, la falta de acceso cultural a estas comunidades si se 
podría estar omitiendo la misma (SIC). 
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Tabla 8 

Pregunta n.° 3: análisis 

Convergencia Divergencia Interpretación 

La mayoría de los 
entrevistados coinciden en 
que, si se vulnera la obligación 
de investigación y sanción de 
los integrantes de las 
comunidades campesinas en 
la justicia intercultural, bajo los 
siguientes criterios: por 
desconocimiento de los 
operadores del derecho, la 
propuesta es unilateral e 
impositiva, cuando no 
interviene oportunamente ante 
hechos punibles y 
sancionables. Y por ejemplo 
cuando se está frente a una 
actuación violatoria de la 
justicia o una actuación ilícita 
por parte de algún miembro de 
alguna comunidad campesina, 
el Estado por medio del Poder 
Judicial debe sancionar la 
misma, pero teniendo en 
cuenta la geografía del Perú, 
la falta de acceso cultural a 
estas comunidades si se 
podría estar omitiendo la 
misma. 

Los demás entrevistados 

opinan que no se vulnera la 
obligación de investigación y 
sanción de los integrantes de 
las comunidades campesinas 
en la justicia intercultural, 
salvo cuando se vulneren los 
derechos fundamentales de 
las personas y porque el 
Poder Judicial ha resuelto 
casos relacionados con las 
rondas campesinas. 

Se vulnera la obligación de  
investigación  y sanción de los 
integrantes de las 
comunidades campesinas en 
la justicia intercultural, cuando 
se vulneran derechos 
fundamentales y no se 
interviene oportunamente ante 
hechos punibles y 
sancionables, ya que frente a 
una actuación violatoria de la 
justicia especial o una 
actuación ilícita por parte de 
algún comunero, el Estado por 
medio del Poder Judicial debe 
sancionar, pero teniendo en 
cuenta la geografía del Perú, 
la falta de acceso a estas 
comunidades y el poco 
conocimiento de sus usos y 
costumbres, se omite la 
misma, a pesar de que el 
Poder Judicial ha resuelto 
casos relacionados a rondas 
campesinas pero con 
desconocimiento de la justicia 
especial, se vulneran 
derechos. 
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4. ¿En qué momento se vulnera el derecho a la libertad en la aplicación de la justicia 

intercultural en las comunidades campesinas? 

Tabla 9 

Pregunta n.° 4: respuestas 

Entrevistado Respuesta de la pregunta n.° 4 

Bernal Gordillo Julio Rolando Cuando se detiene a una persona para ser sancionada con 
golpes físicos. 

Cutisaca Atamari Denis Pean  Al momento de juzgar a una persona por alguna falta o delito, 
en muchos casos son víctimas de coacción u opresión por parte 

de los administradores de justicia (...)intercultural. 

Jordán Medina Persi (...)no se vulnera. Lo que hay que entender es que la aplicación 
de la justicia intercultural no debe ser asumido como una 
facultad (como dice el derecho a la libertad), sino como una 
obligación de la organización comunal, con apoyo de la Justicia 
de Paz en el país. 

Navez Alva Willy Alexander (...)excesos cometidos por los ronderos, contra la integridad 
Física, Psíquica y la Libertad de las personas en las 
intervenciones, por la presunta comisión de delitos (…) en 
aplicación de su Justicia Comunal (…) 

Oxa Tejada Nelly Juliana  En los conflictos generados dentro de las comunidades 
campesinas o también pueden darse en conflictos entre 
comunidades campesinas, (...)  

Quispe Vallejos Jose Luis La modificación de la costumbre a la hora de impartir justicia 
por parte de las comunidades campesinas, su posibilidad de 
proponer su posición, si vulnera la libertad el libre desarrollo de 
su jurisdicción.  

Ríos Paucca  Karol Gisela  (...) cuando la justicia regular y/o ordinaria no respetan los 
derechos y costumbres de las propias comunidades 
campesinas. 

Valdivia Reynoso Jose Paulov Desde que el Estado se encuentra ausente en las mismas 
localidades campesinas e indígenas de difícil acceso, donde ni 
los jueces de paz no letrados han llegado(...) 
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Tabla 10 

Pregunta n.° 4: análisis 

Convergencia Divergencia Interpretación 

La mayoría de los 
entrevistados coincidieron que 
se vulnera el derecho a la 
libertad cuando se detiene a 
una persona para ser 
sancionada con golpes físicos, 
en muchos casos son víctimas 
de coacción u opresión por 
parte de los administradores 
de justicia intercultural, en el 
momento que se cometen 
excesos por los ronderos, 
contra la integridad Física, 
Psíquica y la Libertad de las 
personas en las 
intervenciones, en los 
conflictos generados dentro de 
las comunidades campesinas 
o también pueden darse en 
conflictos entre comunidades 
campesinas, la modificación 
de la costumbre, su posibilidad 
de proponer su posición, de la 
jurisdicción especial si vulnera 
la libertad el libre desarrollo de 
su jurisdicción. especial, 
cuando no respetan los 
derechos y costumbres de las 
propias comunidades 
campesinas. Y desde que el 
Estado se encuentra ausente. 

 

 El doctor Jordan Medina 
Persi, tienen una opinión 
diferente, ya que señala que 
no se vulnera. Lo que hay que 
entender es que la aplicación 
de la justicia intercultural no 
debe ser asumido como una 
facultad (como dice el derecho 
a la libertad), sino como una 
obligación de la organización 
comunal, con apoyo de la 
Justicia de Paz en el país. 

Se vulnera el derecho a la 
libertad en la aplicación de la 
justicia intercultural en las 
comunidades campesinas 
cuando al momento de juzgar 
a una persona por alguna falta 
o delito en muchos casos son 
víctimas de coacción u 
opresión por parte de los 
administradores de la justicia 
especial, así como también al 
sancionar cometen excesos 
contra la integridad física , 
psíquica y libertad , así 
también se vulnera este 
derecho en los conflictos que 
se dan dentro y entre las 
comunidades campesinas y 
en muchos casos se vulnera 
su jurisdicción al no respetar 
sus derechos y costumbres 
propias de sus 
organizaciones, lo que en 
ambos casos se refleja la 
ausencia del Estado en dichas 
localidades campesinas de 
difícil acceso, donde muchas 
veces ni los jueces de paz no 
letrados llegan. 
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5. Para usted, ¿qué otros derechos fundamentales son vulnerados en las 

comunidades campesinas por la aplicación del Derecho consuetudinario? Justifique 

su respuesta. 

Tabla 11 

Pregunta n.° 5: respuestas 

Entrevistado Respuesta de la pregunta n.° 5 

Bernal Gordillo Julio Rolando El derecho a la libertad, derecho a la integridad física porque 
violan derechos fundamentales. 

Cutisaca Atamari Denis Pean  (...) a su identidad, (...)Al honor y a la buena reputación, a la 
intimidad personal y familiar. 

Jordán Medina Persi (...) no son vulnerados, por cuanto son las comunidades 
campesinas quienes administran justicia dentro de su 
comunidad, de acuerdo al derecho consuetudinario, sin 
violentar los derechos fundamentales previstos en la 
Constitución, esa es su único límite. 

Navez Alva Willy Alexander (...) el derecho a la Salud con enfoque intercultural, a la 
educación intercultural (Artículo 17 de la Constitución) (...), el 
Derecho a elegir sus prioridades de desarrollo, Derecho a 
conservar sus costumbres, siempre que éstas no sean 
incompatibles con los derechos fundamentales reconocidos 
internacionalmente(...). 

Oxa Tejada Nelly Juliana  (...) cuando no reciben una adecuada protección del estado, 
cuando se afecta su derecho a su autonomía, de vivir de 
acuerdo a sus costumbres y tradiciones, sus decisiones 
grupales o colectivas. 

Quispe Vallejos Jose Luis El derecho de acceso a la justicia, derecho a la opinión y a vivir 
en un ambiente sano. 

Ríos Paucca  Karol Gisela  No existe vulneración, sin embargo, es evidente que no existe 
una adecuada integración entre la justicia regular y/o ordinaria 
y la aplicación de la justicia intercultural. 

Valdivia Reynoso Jose Paulov La educación en su idioma, Acceso a la justicia en su idioma, 
Acceso a la salud, La defensa de sus costumbres ancestrales 
que no vulneren (no sean contrarias) el Derecho o los derechos 
de los demás. 
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Tabla 12 

Pregunta n.° 5: análisis 

Convergencia Divergencia Interpretación 

La mayoría de los 
entrevistados coinciden en 
que los derechos a la 
identidad, al honor y a la 
buena reputación, a la 
intimidad personal y familiar, 
Derecho la tierra y su territorio,  
el derecho a la Salud con 
enfoque intercultural, a la 
educación intercultural, a su 
libre determinación (artículo 3 
de la Ley N° 29785), el 
Derecho a elegir sus 
prioridades de desarrollo, 
Derecho a conservar sus 
costumbres, siempre que 
éstas no sean incompatibles 
con los derechos 
fundamentales reconocidos,  
derecho a su autonomía, de 
vivir de acuerdo a sus 
costumbres y tradiciones, el 
derecho de acceso a la 
justicia, derecho a la opinión y 
a vivir en un ambiente sano, 
La educación en su idioma, 
acceso a la justicia en su 
idioma, Acceso a la salud, la 
defensa de sus costumbres 
ancestrales que no vulneren 
(no sean contrarias) el 
Derecho o los derechos de los 
demás, son también 
vulnerados. 

Dos de los entrevistados 
consideran que no hay otros 
derechos fundamentales 
vulnerados, así por ejemplo el 
doctor Jordan Medina Perci, 
considera que no son 
vulnerados, ya que as 
comunidades campesinas 
administran justicia dentro de 
su comunidad, de acuerdo al 
derecho consuetudinario, sin 
violentar los derechos 
fundamentales previstos en la 
Constitución, ese es su único 
límite y por otro lado la doctora 
Ríos Paucca  Karol Gisela 
señala que no hay 
vulneración, pero no que hay 
una adecuada integración 
entre la justicia regular y/o 
ordinaria y la aplicación de la 
justicia intercultural. 

 

 

Otros derechos que son 
vulnerados son el honor y la 
buena reputación, derecho a 
su autonomía, de vivir de 
acuerdo a sus costumbres y 
tradiciones, el derecho de 
acceso a la justicia. Esto se da 
porque no existe una 
adecuada integración entre la 
justicia regular y/o ordinaria y 
la justicia especial. 

. 
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6. ¿De qué forma se vulnera la garantía de acceso a la justicia de las comunidades 

campesinas? 

Tabla 13 

Pregunta n.° 6: respuestas 

Entrevistado Respuesta de la pregunta n.° 6 

Bernal Gordillo Julio Rolando (...) no se vulnera porque existen pueblos que ejercen justicia 
dentro de los límites de su jurisdicción. 

Cutisaca Atamari Denis Pean  Al no hacer cumplir algunos acuerdos tomados en asamblea o 
sanciones que se deberían cumplir, no se ejecuta el acta o no 
se hace cumplir dichas acciones. (SIC) 

Jordán Medina Persi (...) hay una vulneración indirecta, a causa de las distancias que 
deben viajar para llegar a las provincias o la ciudad, y poco 
acceso a medios de comunicación (...) 

Navez Alva Willy Alexander (...) no existe una normatividad complementaria que pueda 
desarrollar el artículo 149 de la Constitución Política, situación 
que vulnera la garantía del acceso a la justicia de las 
comunidades campesinas. 

Oxa Tejada Nelly Juliana  El Estado debe facilitar el acceso a la justicia en condiciones de 
igualdad, sin embargo, esta se ve vulnerada cuando no son 
consultados antes de tomar alguna medida legal que puede 
afectarles (...) 

Quispe Vallejos Jose Luis Por la imposición de la costumbre jurídica con carga positivista. 

Ríos Paucca  Karol Gisela  Más que una vulneración existiría una limitación conformada 
por su propia normativa. 

Valdivia Reynoso Jose Paulov (...) No existen módulos de justicia accesibles a las diferentes 
comunidades indígenas, Cuando no existen jueces ni 
resoluciones adaptadas a las diferentes lenguas de los 
miembros de las comunidades campesinas e indígenas.  
Cuando las leyes, Decretos y Reglamentos solo se expiden en 
idioma castellano impidiendo así que estas personas puedan 
estar informadas de sus derechos. 
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Tabla 14 

Pregunta n.° 6: análisis 

Convergencia Divergencia Interpretación 

La mayoría de los 
entrevistados señaló que se 
vulnera el acceso a la justicia 
de forma indirecta, por las 
distancias que deben de viajar 
para llegar a las provincias o la 
ciudad, y poco acceso a 
medios de comunicación, al no 
existir  una normatividad 
complementaria que pueda 
desarrollar el artículo 149 de la 
Constitución Política, situación 
que vulnera la garantía del 
acceso a la justicia de las 
comunidades campesina, 
cuando no son consultados 
antes de tomar alguna medida 
legal que puede afectarles, 
imposición de la costumbre 
jurídica con carga positivista, 
al no existir módulos de 
justicia accesibles a las 
diferentes comunidades 
indígenas, además no existen 
jueces ni resoluciones 
adaptadas a las diferentes 
lenguas de los miembros de 
las comunidades campesinas 
e indígenas. y las leyes, 
Decretos y Reglamentos sólo 
se expiden en idioma 
castellano impidiendo así que 
estas personas puedan estar 
informadas de sus derechos. 

El doctor Bernal Gordillo, Julio 
Rolando, señala que no se 
vulnera porque existen 
pueblos que ejercen justicia 
dentro de los límites de su 
jurisdicción, por otro lado la 
doctora Ríos Paucca  Karol 
Gisela, indica que  no hay una 
vulneración, pero si una 
limitación conformada por su 
propia normativa. 

Se vulnera el acceso a la 
justicia de las comunidades 
campesinas a causa de las 
distancias que deben viajar 
para llegar a las provincias o 
ciudades, ya que muchas 
veces no existen módulos de 
justicia accesibles a las 
diferentes comunidades, por 
otro lado, a la falta de jueces y 
resoluciones adaptados a las 
diferentes lenguas y dialectos 
del Perú, de la misma manera 
sucede con las leyes, decretos 
y reglamentos, incluso el 
mismo protocolo de 
coordinación intercultural de 
justicia, ya que en su mayoría 
emiten en el idioma español, 
desinformando de sus 
derechos a los comuneros. Así 
también se puede advertir que 
otro de los motivos es la falta 
de normatividad exigida por el 
artículo 149 de la Constitución 
y la imposición de la justicia 
ordinaria. 
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7. ¿Se afecta el derecho a la integridad de la persona en los ámbitos somático, 

psíquico y moral, al no existir un plazo determinado para la aplicación de la justicia 

intercultural?, ¿por qué? 

Tabla 15 

Pregunta n.° 7: respuestas 

Entrevistado Respuesta de la pregunta n.° 7 

Bernal Gordillo Julio Rolando Considero que si, por eso debería estar reglamentado la 
justicia comunal en una ley y sus límites y alcances. 

Cutisaca Atamari Denis Pean Afecta más que todo en el ámbito psicológico, ya que su 
imagen de la persona queda expuestos frente a la sociedad y 
podría ocurrir traumas psicológicos que podrían afectar a la 
persona. 

Jordán Medina Persi (...) no se afecta, porque las Comunidades se rigen por sus 
propias costumbres para administrar justicia dentro de sus 
comunidades; en cambio en la justicia ordinaria existen plazos, 
como es el plazo de prescripción de un año, en el caso de 
Faltas contra la persona y contra el patrimonio. 

Navez Alva Willy Alexander Si, porque mientras no se dé la Ley de la coordinación 
intercultural para la aplicación de la justicia comunal, sus 
derechos y no solo a la integridad personal(...), no estarán 
asegurados(...) 

Oxa Tejada Nelly Juliana  (...)se afecta la salud de los pobladores indígenas cuando hay 
una justicia tardía con ausencia de plazos en la administración 
de justicia, se ven afectados individual y colectivamente sus 
derechos fundamentales. 

Quispe Vallejos Jose Luis (...) la irresolución del conflicto afecta la estabilidad emocional 
de las personas.  

Ríos Paucca  Karol Gisela  Afectará este de manera directa a cada individuo 

Valdivia Reynoso Jose Paulov Si porque se deja expuesta a la víctima(...), cuando no existe 
personal auxiliar o jurisdiccional no capacitado en estos temas. 
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Tabla 16 

Pregunta n.° 7: análisis 

Convergencia Divergencia Interpretación 

La mayoría de los 
entrevistados señalaron que si 
se afecta el derecho a la 
integridad de la persona en los 
ámbitos somático, psíquico y 
moral, al no existir un plazo 
determinado para la aplicación 
de la justicia intercultural y que 
por eso debería de estar 
reglamentada la justicia 
comunal en una ley, asimismo 
en el ámbito psicológico 
porque la imagen de la 
persona queda expuesta a la 
sociedad, sus derechos y no 
solo a la integridad personal, 
no estarán asegurados; afecta  
a la salud de los pobladores 
indígenas cuando hay una 
justicia tardía con ausencia de 
plazos en la administración de 
justicia, se ven afectados 
individual y colectivamente,  la 
irresolución del conflicto afecta 
la estabilidad emocional de las 
personas, afecta de manera 
directa a cada individuo y 
porque se deja expuesta a la 
víctima, cuando no existe 
personal auxiliar o 
jurisdiccional no capacitado en 
estos temas. 

El doctor Jordan Medina Persi, 
considero que no se afecta, 
porque las Comunidades se 
rigen por sus propias 
costumbres para administrar 
justicia dentro de sus 
comunidades; en cambio en la 
justicia ordinaria existen 
plazos, como es el plazo de 
prescripción de un año, en el 
caso de Faltas contra la 
persona y contra el patrimonio. 

 

Se vulnera el derecho a la 
integridad de la persona en los 
ámbitos somático psíquico y 
moral , al no existir plazo 
determinado para la aplicación 
de la justicia intercultural 
porque la imagen de la 
persona queda expuesta, 
afectando su estabilidad 
emocional de cada individuo, 
ya que no existe personal 
auxiliar o jurisdiccional 
capacitado sobre dichos 
temas, al no estar 
reglamentado la justicia 
comunal en una ley, sus 
límites y alcances que 
resguarden de manera idónea 
sus derecho y su integridad 
personal. 
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8. A su parecer, dentro del pluralismo jurídico en el Perú, ¿de qué manera, los 

protocolos de coordinación intercultural garantizan la eficacia en la aplicación de la 

coordinación intercultural entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción especial? 

Tabla 17 

Pregunta n.° 8: respuestas 

Entrevistado Respuesta de la pregunta n.° 8 

Bernal Gordillo Julio Rolando Siempre que exista una ley nacional lo reglamente y regule. 

Cutisaca Atamari Denis Pean Hasta la fecha muchos desconocen los protocolos de 
coordinación y falta las capacitaciones correspondientes a los 
representantes ya sea de la jurisdicción ordinaria como también 
de la jurisdicción especial. 

Jordán Medina Persi Existe una coordinación a través de los Jueces de Paz no 
Letrados, y al ser jueces de Paz los mismos miembros de la 
Comunidad, entonces se garantiza la aplicación de la 
coordinación intercultural. 

Navez Alva Willy Alexander (...) No hay una verdadera “coordinación” entre la jurisdicción 
ordinaria y la especial, como manda el artículo 149 de la 
Constitución, y los Protocolos del Poder Judicial no son 
cumplidos por los propios jueces (...) 

Oxa Tejada Nelly Juliana  Para que resulte eficaz, se espera que haya un diálogo en 
condiciones de igualdad, con intención de mejorar las 
relaciones entre estas dos jurisdicciones. 

Quispe Vallejos Jose Luis Al ser únicamente protocolos administrativos que no tienen 
base legislativa no aseguran la eficacia de su cumplimiento. 

Ríos Paucca  Karol Gisela  (...) no existe una coordinación efectiva y que en el país se ve 
muy distante una integración intercultural. 

Valdivia Reynoso Jose Paulov No es eficaz, por la prontitud (celeridad, gratuidad, oportunidad 
y flexibilidad) con la que se podría llegar y acceder a las 
comunidades campesinas solucionando sus problemas. 
Conocer la realidad de las mismas(...) 
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Tabla 18 

Pregunta n.° 8: análisis 

Convergencia Divergencia Interpretación 

De los entrevistados la gran 
mayoría concuerda que los 
protocolos de coordinación 
intercultural no garantizan la 
eficacia en la aplicación de la 
coordinación intercultural 
entre la jurisdicción ordinaria y 
especial porque no existe una 
ley especial que lo reglamente 
y regule, por el 
desconocimiento de los 
protocolos de coordinación y 
la falta de capacitación de los 
representantes de ambas 
jurisdicciones, porque los 
jueces no cumplen, para que 
resulte eficaz se necesita de 
diálogo en condiciones de 
igualdad ,al ser únicamente 
protocolos administrativos que 
no tienen base legislativa no 
aseguran la eficacia de su 
cumplimiento, no existe una 
coordinación efectiva y que en 
el país se ve muy distante una 
integración intercultural, No es 
eficaz, por la prontitud 
(celeridad, gratuidad, 
oportunidad y flexibilidad) con 
la que se podría llegar y 
acceder a las comunidades 
campesinas solucionando sus 
problemas. Conocer la 
realidad de las mismas. 

El doctor Jordan Medina Persi, 
afirmó que, si existe una 
coordinación a través de los 
Jueces de Paz no Letrados, y 
al ser jueces de Paz los 
mismos miembros de la 
Comunidad, entonces se 
garantiza la aplicación de la 
coordinación intercultural. 

Los protocolos de 
coordinación intercultural de 
justicia no garantizan la 
eficacia en la aplicación de la 
coordinación entre la 
jurisdicción ordinaria y la 
jurisdicción especial, porque 
hasta la fecha muchos 
desconocen dichos 
protocolos, así como la falta 
de capacitación a los 
representantes de ambas 
jurisdicciones, ya que los 
mismos jueces no los 
cumplen, asimismo no existe 
un diálogo en igualdad para 
dicha coordinación, no hay 
prontitud con la que se podría 
acceder a las comunidades 
campesinas para solucionar 
problemas conociendo su 
realidad y esto sucede porque 
dicho instrumento 
administrativo no tienen una 
base legislativa, situación que 
sería diferente si existiera una 
ley nacional que lo reglamente 
y regule. 
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9. Desde su perspectiva, ¿en el protocolo de coordinación entre sistemas de 

justicia, se encuentran debidamente parametradas la competencia territorial, 

material y personal?, ¿por qué? 

Tabla 19 

Pregunta n.° 9: respuestas 

Entrevistado Respuesta de la pregunta n.° 9 

Bernal Gordillo Julio Rolando No, porque no existe una ley que la regule o reglamente. 

Cutisaca Atamari Denis Pean No se encuentran debidamente parametradas. Por qué las 
reglas de coordinación no están bien especificadas. Y a la vez 
muchos desconocen los parámetros y si algunos sabemos algo 
no lo practicamos por falta de duda y falta de capacitación de 
dichos protocolos (SIC). 

Jordán Medina Persi (...) con excepciones respecto a la competencia territorial, ya 
que muchas comunidades no han determinado la delimitación 
de sus comunidades con respecto de sus comunidades 
vecinas. 

Navez Alva Willy Alexander No, (...) ha redactado sin una interpretación intercultural de los 
hechos y derechos, sólo describe compromisos institucionales, 
el contexto político y social, las transformaciones que se ha 
hecho en el Poder Judicial para su aplicación del protocolo y 
señala normas del derecho internacional y comparado, sin 
tomar en cuenta parámetros de competencia territorial (...) 
tampoco se toma en cuenta las materias a resolver y el tipo de 
aplicación de sanción personal. 

Oxa Tejada Nelly Juliana  (...) sí, por la naturaleza propia de ambas jurisdicciones. Hay 
avances que se van implementando progresivamente en 
función a las características de cada una. 

Quispe Vallejos Jose Luis Salvo el material, (...). El material tiene una tendencia positivista 
tradicional y acata las nuevas posibles situaciones o 
infracciones. 

Ríos Paucca  Karol Gisela  No, considero que hay desconocimiento de las mismas. 

Valdivia Reynoso Jose Paulov Sí, porque es únicamente en estos campos donde se puede 
llevar a cabo un adecuado acceso a la justicia ya que estarían 
comprendidas las vinculaciones existentes y por existir. 
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Tabla 20 

Pregunta n.° 9: análisis 

Convergencia Divergencia Interpretación 

La mayoría de los 
entrevistados consideran que 
no se encuentran 
debidamente parametradas 
las competencias territorial, 
material y personal en los 
protocolos de coordinación, 
por la falta de una ley que las 
reglamente, porque las reglas 
de coordinación no están bien 
especificadas y porque 
muchos desconocen los 
parámetros y si algunos saben 
algo no lo practican por duda y 
falta de capacitación de dichos 
protocolos, con respecto a la 
competencia territorial, ya que 
muchas comunidades no han 
determinado la delimitación de 
sus comunidades, con 
respecto de sus comunidades 
vecinas; no toma en cuenta 
parámetros de competencia 
territorial, es decir, de donde a 
donde va a tener jurisdicción 
por ejemplo un tribunal 
comunal o un juzgado 
comunal, así como, tampoco 
se toma en cuenta las 
materias a resolver y el tipo de 
aplicación de sanción 
personal. 

Dos de los entrevistados 
consideran que, si se 
encuentran debidamente 
parametradas las 
competencias territoriales, 
material y personal en los 
protocolos de coordinación por 
la naturaleza propia de ambas 
jurisdicciones. Hay avances 
que se van implementando 
progresivamente en función a 
las características de cada 
una y porque es únicamente 
en estos campos donde se 
puede llevar a cabo un 
adecuado acceso a la justicia 
ya que estarían comprendidas 
las vinculaciones existentes y 
por existir. 

 

No se encuentran 
debidamente parametradas 
las competencias territoriales, 
material y personal, dado que 
las reglas de coordinación no 
están bien especificadas y 
muchos desconocen los 
parámetros, con respecto a la 
competencia territorial muchas 
comunidades no han 
determinado su delimitación, 
sobre la competencia material, 
su tendencia positivista y 
tradicional porque se 
encuentra más orientada a la 
justicia ordinaria ya que no se 
toma en cuenta las materias a 
resolver y el tipo de aplicación 
de sanciones y finalmente por 
falta de una ley que lo 
reglamente. 
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10. ¿El funcionamiento de la coordinación, dentro del protocolo de coordinación 

entre sistemas de justicia, es el adecuado?, ¿por qué? 

Tabla 21 

Pregunta n.° 10: respuestas 

Entrevistado Respuesta de la pregunta n.° 10 

Bernal Gordillo Julio Rolando No, por la sencilla razón que no existe una norma nacional que 
lo regule. 

Cutisaca Atamari Denis Pean No es el adecuado, porque ambos sistemas de justicia no lo 
practican. Quizá sea por falta de capacitación o los protocolos 
de coordinación sea muy dificultoso para llevarlo en práctica.  

Jordán Medina Persi Considero que es adecuado, pese a que buena cuenta de 
comuneros han migrado a las ciudades y solo van por 
temporadas a sus comunidades. 

Navez Alva Willy Alexander No, porque no desarrollan normas regla, de esas que se 
aplican inflexiblemente (todo o nada), en su lugar desarrollan 
puntualmente principios jurídicos que brindan criterios 
sustanciales y al mismo tiempo flexibles de interpretación a los 
operadores del sistema de justicia (…) pero no le dan fuerza 
legal para la aplicación del reconocimiento mutuo de sus 
decisiones, actuaciones, coordinaciones; porque no existe 
norma alguna que prevé sanciones ante la inobservancia del 
protocolo. 

Oxa Tejada Nelly Juliana  Dentro de los conflictos de competencia, por ejemplo, es el 
diálogo lo que debe prevalecer, para evitarla afectación de los 
derechos fundamentales de cualquier persona o grupo de 
personas. 

Quispe Vallejos Jose Luis En la medida de ser un protocolo considero que sí; ya que de 
ser ley se requiere un pronunciamiento especializado sobre las 
prerrogativas asumidas a favor del juicio ordinario. 

Ríos Paucca  Karol Gisela  No es el adecuado porque no existe una coordinación real en 
la práctica.  

Valdivia Reynoso Jose Paulov (…) se requeriría de la participación de todos los actores e 
inclusive de las fuerzas policiales y del Ministerio Público, para 
un efectivo acceso a la Justicia. 
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Tabla 22 

Pregunta n.° 10: análisis 

Convergencia Divergencia Interpretación 

De todos los entrevistados 
casi en su totalidad afirman 
que el funcionamiento de la 
coordinación dentro del 
protocolo de coordinación 
entre sistemas de justicia no 
es el adecuado, por la razón 
que no existe una norma 
nacional que lo regule, 
porque ambos sistemas de 
justicia no lo practican, por 
falta de capacitación o los 
protocolos de coordinación 
son muy dificultosos para 
llevarlo en práctica, porque no 
desarrollan normas regla, de 
esas que se aplican 
inflexiblemente (todo o nada), 
en su lugar desarrollan 
puntualmente principios 
jurídicos que brindan criterios 
sustanciales y al mismo 
tiempo flexibles de 
interpretación a los 
operadores del sistema de 
justicia, para resolver casos 
complejos y para evitar la 
afectación de los derechos 
fundamentales el diálogo es 
lo que debe prevalecer y 
porque finalmente no existe 
una coordinación real en la 
práctica.  

Del total de entrevistados, el 
Doctor Jordán Medina Persi 
señaló que considera que es 
adecuado el funcionamiento 
de la coordinación, dentro del 
protocolo de coordinación 
entre sistemas de justicia, 
pese a que buena cuenta de 
comuneros han migrado a las 
ciudades y solo van por 
temporadas a sus 
comunidades. 

Y por otro lado el doctor 
Quispe Vallejos Jose Luis 
afirmó que en la medida de 
ser un protocolo consideró 
que sí; ya que de ser ley se 
requiere un pronunciamiento 
especializado sobre las 
prerrogativas asumidas a 
favor del juicio ordinario. 

El funcionamiento de 
coordinación dentro del 
protocolo de la coordinación 
entre los sistemas de justicia 
no es el adecuado porque 
ambos no lo practican, ya sea 
por falta de capacitación 
hacia los operadores de 
ambas justicias  o porque son 
difíciles de llevarlos en 
práctica, así también este no 
desarrolla reglas inflexibles, 
además no dan fuerza legal 
para la aplicación del 
reconocimiento mutuo de 
decisiones, actuaciones y 
coordinaciones, ya que no 
existe alguna norma nacional 
que regule y prevea 
sanciones ante la 
inobservancia del protocolo, 
por lo que no existe una 
coordinación real en la 
práctica. 
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11. En su opinión, ¿los protocolos de coordinación intercultural presentan 

deficiencias en la coordinación intercultural de justicia? Fundamente su respuesta. 

Tabla 23 

Pregunta n.° 11: respuestas 

Entrevistado Respuesta de la pregunta n.° 11 

Bernal Gordillo Julio Rolando Si, por la sencilla razón que no existe una ley vinculante, de 
acuerdo al último párrafo del artículo 149°de la constitución. 

Cutisaca Atamari Denis Pean No porque está detallado claramente que deberían coordinar 

ambas jurisdicciones. 

Jordán Medina Persi Es perfectible, pero los protocolos de coordinación no 
presentan deficiencias importantes. 

Navez Alva Willy Alexander Sí, porque la falta de mecanismos de coordinación con las 
distintas entidades del estado, limita la eficacia de las 
decisiones de la jurisdicción especial, criminaliza el ejercicio de 
la función jurisdiccional especial y restringe la materia en la 
resolución de conflictos por la misma. 

Quispe Vallejos Jose Luis Sí, (…) respecto a su difusión, conocimiento e implementación 
por los sujetos u operadores jurídicos. Concretamente las 
autoridades de las comunidades campesinas e incluso 
autoridades locales.  

Oxa Tejada Nelly Juliana  (...) Con una administración de justicia deficiente, que haya 
deficiencias en la coordinación intercultural, es posible, pero 
estas se irán perfeccionando en la medida que el Estado 
reconozca la diversidad innata en nuestra sociedad. 

Ríos Paucca  Karol Gisela  Sí, porque no existe una adecuada capacitación y existe 
desconocimiento de la justicia intercultural. 

Valdivia Reynoso Jose Paulov Sí, es importante la formación y el conocimiento cultural y 
ancestral de las comunidades indígenas entre los actores de la 
administración de justicia, el aprendizaje del idioma y una 
formación inclusive pedagógica y didáctica para poder atender 
los problemas y conflictos que se presenten dentro de las 
comunidades campesinas e indígenas. 

 

 

 

 

 

 

 



  

38 

 

Tabla 24 

Pregunta n.° 11: análisis 

Convergencia Divergencia Interpretación 

La mayoría de los 
entrevistados consideran que 
los protocolos de coordinación 
intercultural de justicia si 
presentan deficiencias porque  
no existe una ley vinculante, 
de acuerdo al último párrafo 
del artículo 149° de la 
constitución, la falta de 
mecanismos de coordinación 
con las distintas entidades del 
Estado, limita la eficacia de las 
decisiones de la jurisdicción 
especial, criminaliza el 
ejercicio de la función 
jurisdiccional especial u 
originaria y restringe la materia 
en la resolución de conflictos 
por la misma, no existe una 
adecuada capacitación y 
existe desconocimiento de la 
justicia intercultural; la 
formación y el conocimiento 
cultural, el aprendizaje del 
idioma y una formación 
inclusive pedagógica y 
didáctica para poder atender 
los problemas y conflictos que 
se presenten dentro de las 
comunidades campesinas e 
indígenas. 

Dos de los investigados 
señalaron que los protocolos 
de coordinación intercultural 
de justicia son perfectibles, en 
la medida que el estado 
reconozca la diversidad 
innata. 

 

 

Los protocolos de 
coordinación intercultural de 
justicia si presentan 
deficiencias en la coordinación 
intercultural por la falta de 
mecanismos de coordinación 
con las entidades del Estado, 
y limita la eficacia de las 
decisiones de la jurisdicción 
especial, esto debido a la falta 
de difusión, conocimiento e 
implementación hacia los 
operadores jurídicos de 
ambas jurisdicciones, lo que 
se solucionaría por una ley 
vinculante de acuerdo al 
artículo 149 de la Constitución. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

39 

 

12. ¿Cuáles son las deficiencias que existen en los protocolos para una justicia 

intercultural? 

Tabla 25 

Pregunta n.° 12: respuestas 

Entrevistado Respuesta de la pregunta n.° 12 

Bernal Gordillo Julio Rolando Que no exista una ley especial. 

Cutisaca Atamari Denis Pean No encuentro alguna deficiencia, solo la falta ponerlo en 
práctica y capacitar a ambas jurisdicciones que existen dichos 
protocolos. 

Jordán Medina Persi (...) falta de un proyecto educativo para educar a sus 
integrantes (...) en su propio idioma o dialecto, lo que no se 
hace, además de hacer pasantías intercomunales, para que se 
capaciten en formas de administrar justicia bajo principios 
Constitucionales. 

Navez Alva Willy Alexander Muchas (…) la PNP como órgano de auxilio judicial no brinda 
apoyo al sistema de justicia especial y/o comunal, (...) también 
existe que a las autoridades del sistema de justicia especial se 
le abre investigación en forma arbitraria en el fuero ordinario, 
por haber ejercido sus funciones jurisdiccionales (…) 

Oxa Tejada Nelly Juliana  Que los jueces no comprendan el idioma, o peor aún que el 
procesado no comprenda el contenido de las resoluciones que 
lo afecten por la terminología técnica que se utiliza. 

Quispe Vallejos Jose Luis El carácter impositivo, sin previa evaluación de su 
implementación y su alta carga positivista termina siendo (en el 
caso) lo mismo. 

Ríos Paucca  Karol Gisela  Falta de capacitación y que los órganos de justicia y auxilio 
judicial integren la justicia intercultural. 

Valdivia Reynoso Jose Paulov (...) se hace desde una realidad que no es la propia, elaborar 
un protocolo desde el escritorio del legislador, del magistrado o 
juez que no forma parte de la realidad del justiciable, Es 
necesario que los elementos subjetivos conozcan bien la 
realidad de las comunidades indígenas y campesinas, pero no 
solo de oídas sino desde el mismo centro de las mismas. 
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Tabla 26 

Pregunta n.° 12: análisis 

Convergencia Divergencia Interpretación 

Del total de entrevistados, 
siente consideran que existen 
deficiencias en los protocolos 
para una justicia intercultural, 
argumentando lo siguiente: 
primeramente que no exista 
una ley especial, falta de un 
proyecto educativo para 
educar a sus integrantes en su 
propio idioma o dialecto, para 
que se capaciten en formas de 
administrar justicia bajo 
principios Constitucionales, 
falta de apoyo al sistema de 
justicia especial y/o comunal, 
Que los jueces no 
comprendan el idioma, o peor 
aún que el procesado no 
comprenda el contenido de las 
resoluciones, El carácter 
impositivo, sin previa 
evaluación  de su 
implementación y su alta 
carga positivista, la Falta de 
capacitación y que los órganos 
de justicia y auxilio judicial 
integren la justicia 
intercultural, finalmente que el 
enfoque y la realidad que 
siempre se hace es desde una 
realidad que no es la propia, 
que  no forma parte de la 
realidad del justiciable. 

Por su parte el doctor Cutisaca 
Atamari Denis Pean manifestó 
que no encuentra alguna 
deficiencia, solo la falta 
ponerlo en práctica y capacitar 
a ambas jurisdicciones que 
existen dichos protocolos.  

Las deficiencias que existen 
en los protocolos para una 
justicia intercultural es 
principalmente la falta de 
poner en práctica y capacitar a 
ambas jurisdicciones que 
existen dichos protocolos, la 
falta de un proyecto educativo 
para educar sobre el idioma 
quechua o diferentes dialecto 
a los jueces, la falta de apoyo 
por parte de la Policía 
Nacional del Perú al sistema 
de justicia especial y su 
carácter impositivo sin previa 
evaluación de la realidad de 
dichas organizaciones, al 
elaborar un protocolo desde el 
escritorio del legislador, 
magistrado o juez que no se 
involucra en esa justicia 
comunal. 
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13. ¿Considera usted necesaria la creación de una ley de coordinación 

intercultural?, sí o no, ¿por qué? 

Tabla 27 

Pregunta n.° 13: respuestas 

Entrevistado Respuesta de la pregunta n.° 13 

Bernal Gordillo Julio Rolando Si. (...) una ley debe regular los parámetros, límites y alcance 
de la justicia comunal. 

Cutisaca Atamari Denis Pean Sí, porque es absolutamente necesario con el fin de llegar a un 
buen acuerdo y no dejar de lado a la jurisdicción especial (...) 
ya que ambas instituciones están facultadas para administrar 
justicia. 

Jordán Medina Persi No, porque no se trata de dar leyes y más leyes, las leyes no 
siempre dan cultura, no siempre dan mejor justicia (…) hay que 
educarse para mejorar en actitud y aptitud. Sumando a que el 
Estado implemente políticas adecuadas en materias de 
educación, salud, mejores empleos y capacitación integral en 
las comunidades. 

Navez Alva Willy Alexander Si, para dar efectividad a la articulación orgánica y sistemática 
entre los sistemas jurídicos especial y ordinario, por ejemplo, 
en el Poder Judicial (…) muchas veces desconocen la realidad 
de las comunidades campesinas o indígenas. 

Oxa Tejada Nelly Juliana  Sí, es necesaria que una ley establezca obligaciones, 
funciones, parámetros, y organización, para la administración 
de justicia intercultural apropiada a nuestra realidad 
pluricultural. 

Quispe Vallejos Jose Luis Por supuesto, porque los protocolos son normas unilaterales 
propuestas por unas de las partes y desde su perspectiva casi 
impositiva. 

Ríos Paucca  Karol Gisela  Sí, porque no existe regulación. 

Valdivia Reynoso Jose Paulov Si porque el carácter de inclusión de la ciudadanía y de todos 
los individuos es un derecho fundamental y una obligación por 
parte del Estado, debe reflejarse en normas y leyes ad hoc que 
permitan resolver los diferentes problemas con relevancia 
jurídica de las partes. (SIC) 
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Tabla 28 

Pregunta n.° 13: análisis 

Convergencia Divergencia Interpretación 

La mayoría de los 
entrevistados concordaron en 
que es necesaria la creación 
de una ley de  coordinación 
intercultural, para regular los 
parámetros,  límites y alcance 
de la justicia comunal, es 
absolutamente necesario con 
el fin de llegar a un buen 
acuerdo y no dejar de lado a 
la jurisdicción especial, para 
dar efectividad a la 
articulación orgánica y 
sistemática entre ambos 
sistemas, porque en el Poder 
Judicial existe la comisión de 
justicia intercultural que está 
formada por magistrados, 
situación que no permite una 
coordinación entre ambas 
jurisdicciones porque muchas 
veces desconocen la realidad 
de las comunidades 
campesinas o indígenas, 
también para  que establezca 
obligaciones, funciones, 
parámetros, y organización 
apropiada a la realidad 
pluricultural, es obligación del 
Estado y debe reflejarse en 
normas y leyes ad hoc. 

El doctor Jordan Medina Persi 
señala que no es necesaria la 
creación de una ley de 
coordinación intercultural 
porque no se trata de dar 
leyes y más leyes, las leyes 
no siempre dan cultura, no 
siempre dan mejor justicia, 
hay que educarse para 
mejorar en actitud y aptitud. 
Sumando a que el Estado 
implemente políticas 
adecuadas en materias de 
educación, salud, mejores 
empleos y capacitación 
integral en las comunidades. 

 

Si se considera necesaria la 
creación de una ley de 
coordinación intercultural de 
justicia, porque regularía las 
funciones, parámetros, 
límites y alcances de dicha 
justicia comunal, para que así 
de efectividad a la articulación 
orgánica y sistemática entre 
ambos sistemas jurídicos, 
además el carácter de 
inclusión de todos los 
individuos es un derecho 
fundamental y una obligación 
del Estado, la que se debe 
reflejar en normas y leyes ad 
hoc que permitan resolver los 
diferentes problemas con 
relevancia jurídica de las 
partes. 
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14. Con relación a la pregunta anterior, ¿qué motivos hay para que no se haya 

creado una ley de coordinación intercultural? 

Tabla 29 

Pregunta n.° 14: respuestas 

Entrevistado Respuesta de la pregunta n.° 14 

Bernal Gordillo Julio Rolando Por la falta de voluntad de las autoridades de poner límites al 
ejercicio de la justicia comunal. 

Cutisaca Atamari Denis Pean (...)no aceptan que la justicia especial también esté facultada 
para administrar justicia y solo creen que los únicos que 
administran justicia es la jurisdicción ordinaria. 

Jordán Medina Persi Porque no se requiere dar más leyes, cuando las que se tiene, 
como los preceptos constitucionales y legales no se entienden 
ni se aplican; se trata de educar y capacitar a las personas(...) 

Navez Alva Willy Alexander (...)No existe una política lingüística ni cultural de alcance 
nacional que abarque lo educativo y lo judicial; (...) el avance 
constitucional dista mucho del desarrollo jurídico del país y, 
más aún, de la realidad (...) el propio comportamiento de los 
funcionarios públicos expresa el patrón de comportamiento de 
un Estado instalado sobre una contradicción consistente en el 
hecho de que, algunas veces, parecería estar basado en una 
realidad histórica y cultural tendencialmente homogénea (…) 

Oxa Tejada Nelly Juliana  (...) falta de interés o desconocimiento de la forma de 
administración de justicia en estos grupos humanos. 

Quispe Vallejos Jose Luis (...) desinterés por gran parte de los políticos, como la 
desconfianza de otros frente al sometimiento e 
instrumentalización de la jurisdicción especial para satisfacer 
intereses políticos e ideológicos. 

Ríos Paucca  Karol Gisela  (...) falta de empatía y distanciamiento cultural con las 
comunidades campesinas no han permitido integrar el sistema 
de justicia regular con la forma de administrar justicia 
interculturalmente. 

Valdivia Reynoso Jose Paulov (...) falta voluntad política, falta de interés legislativo, falta de 
conocimiento de la realidad y falta de consideración 
presupuestal por parte del Estado. 
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Tabla 30 

Pregunta n.° 14: análisis 

Convergencia Divergencia Interpretación 

Siete entrevistados indicaron 
que los motivos que existen, 
es la falta de voluntad de las 
autoridades de poner límites al 
ejercicio de la justicia 
comunal, no aceptan que la 
justicia especial también esté 
facultada para administrar 
justicia,  la práctica de las 
relaciones sociales, el 
comportamiento de un Estado 
instalado sobre una 
contradicción consistente en el 
hecho de que, algunas veces, 
parecería estar basado en una 
realidad histórica y cultural 
tendencialmente homogénea, 
falta de interés o 
desconocimiento de la forma 
de administración de justicia 
en estos grupos humanos; 
desinterés por gran parte de 
los políticos, como la 
desconfianza de otros frente al 
sometimiento e 
instrumentalización de la 
jurisdicción especial; la falta 
de empatía y distanciamiento 
cultural, falta de interés 
legislativo, falta de 
conocimiento de la realidad y 
la falta de consideración 
presupuestal por parte del 
Estado. 

El doctor Jordan Medina Persi 
indica que   no se requiere dar 
más leyes, cuando las que se 
tiene, como los preceptos 
constitucionales y legales no 
se entienden ni se aplican; se 
trata de educar y capacitar a 
las personas y sostiene que el 
comunero peruano no ha 
entendido ni aceptado de 
donde procede, por lo que, no 
sabe o no acepta quien es (por 
lo que, es fácilmente 
manipulable y acoge formas y 
estilos extranjeros que no van 
con su identidad cultural), y 
menos sabe a dónde va, por 
eso no se integra, y no logra su 
auténtico desarrollo psico 
social individual ni menos 
colectivo; cuando supere 
estas máximas de la 
sociología, será mejor 
ciudadano, mejor comunero. 

 

Los posibles motivos que 
existen para que no se haya 
creado una ley de 
coordinación intercultural es la 
poca voluntad política e 
interés legislativo, falta de 
conocimiento de la realidad 
debido a la poca empatía y 
distanciamiento cultural, falta 
de consideración presupuestal 
y la poca aceptación de la 
justicia ordinaria con respecto 
a las facultades conferidas a la 
justicia especial. 
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DISCUSIÓN  

Objetivo General 

Explicar la vulneración de los derechos fundamentales de los integrantes de las 

comunidades campesinas con relación a la justicia intercultural en el Perú. 

De los resultados obtenidos en las entrevistas, con respecto al objetivo general se 

pudo determinar que si existe vulneración de los derechos fundamentales de las 

comunidades campesinas por parte de la justicia ordinaria como también de la 

justicia especial, debido a que la primera no respeta los usos costumbres que tienen 

las comunidades, lo que es resultado de la desigualdad y desconocimiento de la 

justicia ordinaria junto con la falta de una correcta capacitación al personal del 

Poder Judicial como del Ministerio Público, sobre la justicia comunal, en su idioma 

y cultura que garantice los derechos fundamentales. Con respecto a la justicia 

especial, esta vulnera los derechos fundamentales cuando se ejecutan maltratos 

físicos en aplicación de la justicia especial.  

Siguiendo la misma línea González (2019) indicó que existe un 

reconocimiento constitucional que pone en igualdad de condiciones a la justicia 

ordinaria y especial, las que deben proteger los derechos fundamentales, ya que 

futuras decisiones se deben de dar dentro de un marco normativo que comienza 

por convenios, tratados internacionales y normas constitucionales con la finalidad 

de regular la coordinación entre ambas justicias, respetando la esencia de los usos 

y costumbres de la justicia especial, los cuales a su vez deben salvaguardar los 

derechos fundamentales. Asimismo, Murillo (2017) señaló que esta facultad 

jurisdiccional dada a la justicia especial muchas veces vulnera el goce de una vida 

digna cuando se cometen excesos y abusos, dicha situación el Estado conoce, por 

lo que tiene una política de justicia intercultural del Poder Judicial, pero esta resulta 

ineficiente para asumir esta problemática. 

Así pues, se estaría afectando el derecho a la vida de los integrantes de las 

comunidades campesinas, en la justicia intercultural frente a la obligación de 

prevención del Estado, porque al momento de administrar justicia los ronderos 

exponen sus vidas cuando salen a los llamados de emergencia de algún comunero,  

así también cuando por disposición del gobierno central y/o poder legislativo dictan 

normas que afecten a las comunidades campesinas, por otro lado la contaminación 
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de su territorio y la pobreza afectan derechos conexos al derecho a la vida, como 

lo son el derecho al agua, salud, entre otros. 

Agregando a lo anterior Murillo (2017), manifestó que las funciones 

jurisdiccionales de la justicia especial repercuten desfavorablemente, vulnerando el 

derecho a la vida, ya que desconocen la norma y aplican medidas y sanciones 

físicas por costumbre, en la función de resolver conflictos, porque no han asumido 

aún una adecuada cultura de defensa de los derechos, lo cual influye 

inapropiadamente en la salvaguarda de la vida y la convivencia humana. 

Asimismo se vulnera la obligación de  investigación  y sanción de los 

integrantes de las comunidades campesinas en la justicia intercultural, cuando se 

vulneran derechos fundamentales y no se interviene oportunamente ante hechos 

punibles y sancionables, ya que frente a una actuación violatoria de la justicia 

especial o una actuación ilícita por parte de algún comunero, el Estado por medio 

del Poder Judicial debe sancionar, pero teniendo en cuenta la geografía del Perú, 

la falta de acceso a estas comunidades y el poco conocimiento de sus usos y 

costumbres, se omite la misma, a pesar de que el Poder Judicial ha resuelto casos 

relacionados a rondas campesinas pero con desconocimiento de la justicia 

especial, se vulneran derechos. 

Del mismo modo Abarca (2019) refiere que el Estado es el único que tiene 

la obligación de sancionar en casos contra el bien jurídico vida y otros derechos 

fundamentales. 

Y consecuentemente se vulnera el derecho a la libertad en la aplicación de 

la justicia intercultural en las comunidades campesinas cuando al momento de 

juzgar a una persona por alguna falta o delito en muchos casos son víctimas de 

coacción u opresión por parte de los administradores de la justicia especial, así 

como también al sancionar cometen excesos contra la integridad física , psíquica y 

libertad , así también se vulnera este derecho en los conflictos que se dan dentro y 

entre las comunidades campesinas y en muchos casos se vulnera su jurisdicción 

al no respetar sus derechos y costumbres propias de sus organizaciones, lo que en 

ambos casos se refleja la ausencia del Estado en dichas localidades campesinas 

de difícil acceso, donde muchas veces ni los jueces de paz no letrados llegan. 



  

47 

 

De igual manera Murillo (2017) señaló que dentro de sus funciones 

jurisdiccionales de las comunidades campesinas repercute desfavorablemente 

como ya se señaló, en la vulneración de tanto del derecho a la vida como de la 

libertad por las razones expuestas previamente líneas arriba, ya que tienen por 

costumbre aplicar medidas y sanciones físicas. 

Objetivo Específico 1 

Identificar qué derechos son vulnerados en la aplicación de la justicia intercultural. 

Otros derechos que son vulnerados son el honor y la buena reputación, derecho a 

su autonomía, de vivir de acuerdo a sus costumbres y tradiciones, el derecho de 

acceso a la justicia. Esto se da porque no existe una adecuada integración entre 

la justicia regular y/o ordinaria y la justicia especial. 

En ese sentido Abarca (2019) mencionó que se debe tratar de comprender 

y respetar las costumbres, tradiciones y cultura de los pueblos indígenas pues ello 

conllevará al respeto a su autonomía. 

Se vulnera el acceso a la justicia de las comunidades campesinas a causa 

de las distancias que deben viajar para llegar a las provincias o ciudades, ya que 

muchas veces no existen módulos de justicia accesibles a las diferentes 

comunidades, por otro lado, a la falta de jueces y resoluciones adaptados a las 

diferentes lenguas y dialectos del Perú, de la misma manera sucede con las leyes, 

decretos y reglamentos, incluso el mismo protocolo de coordinación intercultural de 

justicia, ya que en su mayoría emiten en el idioma español, desinformando de sus 

derechos a los comuneros. Así también se puede advertir que otro de los motivos 

es la falta de normatividad exigida por el artículo 149 de la Constitución y la 

imposición de la justicia ordinaria. 

Igualmente, Condori (2021) coincidió que las barreras lingüísticas, 

económicas, geográficas y culturales en las comunidades vulneran el acceso a la 

justicia, motivo por el cual en las zonas alto andinas ejercen preferentemente la 

justicia comunal, sumado a esto la ineficiencia de la justicia ordinaria, porque no 

existe un marco normativo que ampare la coordinación entre ambas jurisdicciones, 

lo cual genera desconfianza por parte de los ronderos frente a la justicia ordinaria.  
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Cabe señalar que, Luzuriaga (2017) afirmó que lo que mejora la garantía de 

acceso a la justicia es la validez de la igualdad jurídica formal y la igualdad jurídica 

material que le otorga el pluralismo jurídico. 

Sumado a ello de los resultados obtenidos de la interpretación se identificó 

que si se vulnera el derecho a la integridad de la persona en los ámbitos somático 

psíquico y moral , al no existir plazo determinado para la aplicación de la justicia 

intercultural porque la imagen de la persona queda expuesta, afectando su 

estabilidad emocional de cada individuo, ya que no existe personal auxiliar o 

jurisdiccional capacitado sobre dichos temas, al no estar reglamentado la justicia 

comunal en una ley, sus límites y alcances que resguarden de manera idónea sus 

derecho y su integridad personal. 

Objetivo General 2 

Describir aplicación de los protocolos para una justicia intercultural en las 

comunidades campesinas. 

Los protocolos de coordinación intercultural de justicia no garantizan la eficacia en 

la aplicación de la coordinación entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción 

especial, porque hasta la fecha muchos desconocen dichos protocolos, así como 

la falta de capacitación a los representantes de ambas jurisdicciones, ya que los 

mismos jueces no los cumplen, asimismo no existe un diálogo en igualdad para 

dicha coordinación, no hay prontitud con la que se podría acceder a las 

comunidades campesinas para solucionar problemas conociendo su realidad y esto 

sucede porque dicho instrumento administrativo no tienen una base legislativa, 

situación que sería diferente si existiera una ley nacional que lo reglamente y regule. 

Análogamente Condori (2021) afirmó que la coordinación y cooperación 

entre justicia especial y la justicia ordinaria es inexistente generando así 

desconfianza a los ronderos, con respecto a las mesas de diálogo que se dan de 

manera esporádicas realizadas por la ODAJUP que versan sobre la 

interculturalidad, no cumple con capacitar de a las autoridades y ronderos para 

ejercer una idónea justicia siendo este su rol principal. 

Por otro lado no se encuentran debidamente parametradas las 

competencias territoriales, material y personal, dado que las reglas de coordinación 
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no están bien especificadas y muchos desconocen los parámetros, con respecto a 

la competencia territorial muchas comunidades no han determinado su 

delimitación, sobre la competencia material, su tendencia positivista y tradicional 

porque se encuentra más orientada a la justicia ordinaria ya que no se toma en 

cuenta las materias a resolver y el tipo de aplicación de sanciones y finalmente por 

falta de una ley que lo reglamente. 

Así pues, Luzuriaga (2017) indicó que la Corte Constitucional, en el caso del 

Perú el Tribunal Constitucional está facultado para revisar las resoluciones de la 

justicia especial a fin de verificar si estas cumplieron con los procedimientos 

constitucionales lo que estaría otorgando mayor legitimidad a todas las 

resoluciones y decisiones de la mencionada justicia. Los problemas que existen 

sobre la competencia se dan por la dificultad de determinar que conflictos deben 

conocer la jurisdicción especial en torno a la materia, territorio y persona, dicha 

dificultad se da por la inexistencia de ley específica que señale adecuadamente los 

parámetros de competencia entre ambas justicias. 

También Edquen (2018) puntualizó que el principal conflicto entre la justicia 

especia y la justicia ordinaria dentro de la competencia es la falta de delimitación 

material de la jurisdicción especial, ya que si se define la competencia material de 

la jurisdicción especial se evitará las situaciones conflictivas entre ambas 

jurisdicciones, que impiden que exista una adecuada coordinación. 

Finalmente el funcionamiento de coordinación dentro del protocolo de la 

coordinación entre los sistemas de justicia no es el adecuado porque ambos no lo 

practican, ya sea por falta de capacitación hacia los operadores de ambas justicias  

o porque son difíciles de llevarlos en práctica, así también este no desarrolla reglas 

inflexibles, además no dan fuerza legal para la aplicación del reconocimiento mutuo 

de decisiones, actuaciones y coordinaciones, ya que no existe alguna norma 

nacional que regule y prevea sanciones ante la inobservancia del protocolo, por lo 

que no existe una coordinación real en la práctica. 

A su vez, Murillo (2017) concluyó que las autoridades comunales no alinean 

sus decisiones con la normativa nacional de obligatorio cumplimiento, 

resistiéndose; o por la falta de capacitación, ya que tienen como objetivo poner 

orden, restablecer la tranquilidad y seguridad dentro de su comunidad. 
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Objetivo General 3 

Analizar las deficiencias de los protocolos para una justicia intercultural. 

Los protocolos de coordinación intercultural de justicia si presentan deficiencias en 

la coordinación intercultural por la falta de mecanismos de coordinación con las 

entidades del Estado, y limita la eficacia de las decisiones de la jurisdicción 

especial, esto debido a la falta de difusión, conocimiento e implementación hacia 

los operadores jurídicos de ambas jurisdicciones, lo que se solucionaría por una ley 

vinculante de acuerdo al artículo 149 de la Constitución. 

Por lo que, las deficiencias que existen en los protocolos para una justicia 

intercultural es principalmente la falta de poner en práctica y capacitar a ambas 

jurisdicciones que existen dichos protocolos, la falta de un proyecto educativo para 

educar sobre el idioma quechua o diferentes dialecto a los jueces, la falta de apoyo 

por parte de la Policía Nacional del Perú al sistema de justicia especial y su carácter 

impositivo sin previa evaluación de la realidad de dichas organizaciones, al elaborar 

un protocolo desde el escritorio del legislador, magistrado o juez que no se involucra 

en esa justicia comunal. 

Entonces, si se considera necesaria la creación de una ley de coordinación 

intercultural de justicia, porque regularía las funciones, parámetros, límites y 

alcances de dicha justicia comunal, para que así de efectividad a la articulación 

orgánica y sistemática entre ambos sistemas jurídicos, además el carácter de 

inclusión de todos los individuos es un derecho fundamental y una obligación del 

Estado, la que se debe reflejar en normas y leyes ad hoc que permitan resolver los 

diferentes problemas con relevancia jurídica de las partes. 

Del mismo modo, Luzuriaga (2017) señaló que existe una necesidad de 

promulgar una ley que armonice a manera de cooperación y no de control sobre 

función jurisdiccional entre la justicia especial y ordinaria, dicha coordinación debe 

tener aspectos éticos y jurídicos elementales para la protección de los derechos 

fundamentales, dando así seguridad jurídica. Un punto indispensable que debe 

considerarse en la ley es con respecto a la competencia y jurisdicción en casos de 

comuneros que migraron a la ciudad. Otro punto importante es que las costumbres 

ancestrales que son la base del derecho consuetudinario sean escritas y plasmadas 

en una ley, ya que en diferentes países de Latinoamérica reclaman en su 



  

51 

 

Constitución una ley de coordinación entre la jurisdicción especial y la justicia 

ordinaria, como es el caso del Perú. Esta ley debería establecer los procedimientos 

para resolver presuntos conflictos entre derechos fundamentales y jurisdicción 

especial.  

El convenio 169 de la OIT, la constitución y demás normatividad como los 

protocolos de normatividad nacional y demás aspectos importantes sobre derechos 

humanos y coordinación intercultural deben tomarse en cuenta para la creación de 

una ley, incluso considerando los derechos no escritos de las comunidades 

campesinas. 

Cabe resaltar que los posibles motivos que existen para que no se haya 

creado una ley de coordinación intercultural es la poca voluntad política e interés 

legislativo, falta de conocimiento de la realidad debido a la poca empatía y 

distanciamiento cultural, falta de consideración presupuestal y la poca aceptación 

de la justicia ordinaria con respecto a las facultades conferidas a la justicia especial. 
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V. CONCLUSIONES 

 

1. Los derechos fundamentales de los integrantes de las comunidades 

campesinas se ven vulnerados, tanto por la justicia ordinaria como también 

por parte de la justicia especial, siendo que la primera vulnera los derechos 

culturales y lingüísticos  debido a que tanto el Poder Judicial, el Ministerio 

Público e incluso la Policía Nacional no cuentan por personal capacitado, 

que garanticen dichos derechos, y por otro lado la justicia especial ejerce 

una función sancionadora infringiendo castigos de manera excesiva y 

abusiva que recae en la vulneración directa del derecho a la vida y a la 

libertad cuando existe coacción u opresión, lo que conlleva a la vulneración 

del derecho a la integridad en sus tres ámbitos.  

Cuando el Estado conoce de estos hechos, tiene la obligación de 

prevenir, investigar y sancionar actos lesivos contra el bien jurídico vida y 

otros derechos fundamentales por lo que cuenta con una política de justicia 

intercultural del Poder Judicial, que intenta coordinar la justicia ordinaria con 

la justicia especial pero ésta cae en ineficiente, ya que no existe una 

adecuada cultura de defensa de los derechos fundamentales. 

 

2. Además de los derechos a la vida, la libertad e integridad existen otros 

derechos que son vulnerados en la aplicación de la justicia intercultural como 

los derechos culturales, lingüísticos, al honor y la buena reputación y el 

derecho de acceso a la justicia. 

 

3. En teoría los protocolos de coordinación de justicia deberían de garantizar la 

eficacia al momento de aplicar dicha coordinación entre la justicia ordinaria 

y la justicia especial, pero ésta en la práctica no se da y por ende no existe 

una verdadera coordinación, por tanto también es ineficaz las pautas de 

orientación en su actuación de los jueces al administrar justicia en las 

comunidades campesinas; todo esto se da en primer lugar por la falta de 

capacitación tanto a autoridades de la justicia ordinaria como de la justicia 

especial haciendo énfasis en ésta última pues si bien existe mesas de 

dialogo promovidas por la ODAJUP no cumplen cabalmente con capacitar a 
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las autoridades y ronderos; en segundo lugar, las competencias territoriales, 

materiales y personales presentan deficiencias con respecto a sus 

parámetros, siendo las más controversiales la material  y territorial. 

Entonces todo esto hace que en su mayoría los operadores de ambas 

justicias no apliquen dicho protocolo de coordinación por desconocimiento o 

porque resulten difíciles de aplicar debido a la excesiva burocracia que tiene 

en su contenido. 

 

4. Como ya se ha señalado existen deficiencias de los protocolos para una 

justicia intercultural, por la falta de una adecuada capacitación de dichos 

instrumentos, así como de adecuados proyectos educativos que enseñen el 

quechua u otros dialectos o idiomas a los jueces y operadores 

jurisdiccionales de la justicia ordinaria, sumado a esto la falta de evaluación 

de las realidades que involucran a la justicia comunal.  

Estas deficiencias exigen ser subsanadas en una ley de coordinación 

intercultural de justicia, que a su vez es reclamada por el artículo 149 de la 

constitución al reconocer el pluralismo jurídico, dando así seguridad jurídica 

la cual debe estar en el marco supranacional y constitucional que respeten 

y garanticen tanto los derechos fundamentales como los usos y costumbres 

de las comunidades campesinas. 

Cabe resaltar que hasta la fecha se han presentado varios proyectos 

de ley de los cuales ninguno ha sido aprobado hasta el momento esto debió 

a la falta de voluntad política y la poca aceptación de la justicia ordinaria. A 

las facultades dadas a la justicia especial debido la al distanciamiento 

cultural que existe en el país. 
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VI. RECOMENDACIONES 

Se recomienda al Congreso de la Republica promulgar la ley de Coordinación 

intercultural de justicia, tomando de referencia a los protocolos de coordinación 

intercultural de justicia, cubriendo sus falencias, con respecto a las competencias, 

respetando los derechos fundamentales y los usos y costumbres de las 

comunidades campesinas, para lo cual se debería  trabajar con un equipo 

multidisciplinario, conformado entre abogados especialistas en materia 

Constitucional y derechos fundamentales, abogados especialistas en comunidades 

campesinas, sociólogos, antropólogos y psicólogos, para que con sus aportes 

contrastados con la realidad en la que viven los integrantes de las comunidades 

campesinas y su valiosa opinión que sería recabada en las famosas mesas de 

dialogo que realiza la ODAJUP, respetando así la consulta previa y así se pueda 

dar una ley eficaz que logre coordinar ambas jurisdicciones. 

Así también, las diferentes universidades a nivel nacional deberían 

promover la investigación sobre estos temas Justicia intercultural y pluralismo 

jurídico, sobre todo en lo que respecta al análisis de los Protocolos de coordinación 

intercultural de justicia del Poder Judicial y demás temas que enriquecen y son 

parte de esta interculturalidad como el debido proceso dentro de la justicia especial 

y profundizar más sobre la vulneración del derecho a la integridad de los 

comuneros, todo en suma de generar doctrina y aportes a la comunidad jurídica, 

acercándose más a la diversidad cultural. 

Crear un registro general de comunidades campesinas que apliquen 

la justicia especial, creada con la ayuda de los gobiernos regionales, locales y 

Registros Públicos para así conocer la realidad de estas comunidades, tenerlas 

monitoreadas para poder capacitarlos de manera eficiente tanto a sus autoridades 

comunales como a sus integrantes, y aquellas que por la geografía se encuentran 

alejadas, para que puedan administrar justicia respetando los derechos 

fundamentales. 
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Anexo A 

VALIDACIÓN DE INSTRUMENTO 

 
I. DATOS GENERALES 

 
I.1. Apellidos y nombres: Guerra Campos, Jefferson Williams 

I.2. Cargo e institución donde labora: Docente de la UCV 

I.3. Nombre del instrumento motivo de evaluación: Guía de entrevista 

I.4. Autor(a) de Instrumento: Ali Torcagua, Jairo Jonathan / Torres 

Fernandez Tito, Milder Estefania 

 
II. ASPECTOS DE VALIDACIÓN 

 
CRITERIOS 

 
INDICADORES 

INACEPTABLE 
MÍNIMAMENTE 

ACEPTABLE 
ACEPTABLE 

40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 

 
1. CLARIDAD 

Esta formulado con 

lenguaje 

comprensible. 

           
X 

  

 
2. OBJETIVIDAD 

Esta adecuado a las 

leyes y principios 

científicos. 

           
X 

  

 

3. ACTUALIDAD 

Esta adecuado a los 

objetivos y las 

necesidades reales 

de la investigación. 

           

X 

  

4. ORGANIZACIÓN 
Existe una 

organización lógica. 

          
X 

  

 

5. SUFICIENCIA 

Toma en cuenta los 

aspectos 

metodológicos 

Esenciales 

           

X 

  

 
6. INTENCIONALIDAD 

Esta adecuado para 

valorar las 

categorías. 

           
X 

  

 

7. CONSISTENCIA 

Se respalda en 

fundamentos 

técnicos y/o 

científicos. 

           

X 

  

 

8. COHERENCIA 

Existe coherencia 

entre los problemas, 

objetivos, supuestos 

Jurídicos 

           

X 

  

 

 

9. METODOLOGÍA 

La estrategia 

responde una 

metodología y 

diseño aplicados 

para lograr verificar 

los supuestos. 

           

 

X 

  

 

 

 
10. PERTINENCIA 

El instrumento 

muestra la relación 

entre los 

componentes de la 

investigación y su 

adecuación al 

Método Científico. 

           

 

 
X 

  



  

 

 

III. OPINIÓN DE APLICABILIDAD 

- El Instrumento cumple con los Requisitos para 

su aplicación 
X 

- El Instrumento no cumple con los requisitos 

para su aplicación 

 

 
IV. PROMEDIO DE VALORACIÓN: 

 

 
Lima, 18 de febrero de 2022 

 

 

 

 

 
 

Jefferson Williams Guerra Campos 

Maestro en Gestión pública 

 
DNI N.° 71012547 - Telf.: 993533611 
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